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Presentación
Miguel Manzanera Salavert

A comienzos del siglo XXI la revolución y el socialismo han comenza-
do a hablar en castellano y en las lenguas aborígenes del continente 
americano. Y es que los procesos sociales y políticos que se están de-
sarrollando en la América Latina de nuestros días, constituyen el es-
fuerzo más importante de las últimas décadas para superar las limi-
taciones e injusticias de los sistemas económicos liberales, y recupe-
rar la soberanía nacional frente a la hegemonía imperialista de los 
EE.UU. y sus aliados de la OTAN.  Las mejoras en la redistribución de 
la riqueza, erradicando la miseria de millones de personas margina-
das, el apasionante proceso de construcción de una democracia parti-
cipativa y los importantes avances culturales hacia mejores niveles 
educativos y sanitarios, están dando a los ciudadanos la oportunidad 
de dirigir sus vidas personales de forma autónoma, sin perder la sin-
tonía con los requerimientos del orden colectivo.

Esa evolución histórica viene acompañada de una intensa labor legis-
lativa, que intenta reflexionar sobre la naturaleza de la democracia e 
impulsar el poder popular hacia formas participativas de decisión po-
lítica. En este número de nuestra revista queremos mostrar una pa-
norámica de algunos hitos importantes del nuevo constitucionalismo 
latinoamericano. El trabajo que aquí presentamos, intenta mostrar un 
cuadro suficiente, aunque incompleto, de las modificaciones constitu-
cionales de la última década acontecidas en la región, en dos senti-
dos: tanto aquéllas que operan a favor del cambio en sentido socia-
lista, como también los intentos de revertir la tendencia hacia el neo-
liberalismo dominante en las décadas 70 y 80, manteniendo la de-
pendencia tradicional de América Latina respecto de los poderosos 
vecinos del norte.

Para describir esa realidad ha colaborado un nutrido grupo de investi-
gadores latinoamericanos. Entre ellos juegan un papel destacado, Xi-
mena de la Barra, consultora independiente, y Richard A. dello Buono 
del Manhattan College, autores del libro Latinoamérica tras la deba-
cle neoliberal. Otra región es posible, quienes además de introducir el 
tema, nos describen las constituciones de Bolivia, Chile, Colombia, 
Cuba, Ecuador, Nicaragua, Perú y Venezuela. Diversos autores vienen 
a completar sus análisis socio-políticos de la realidad en esos países, 
así como nos informan de la situación en otros países, Guatemala, 
Honduras y Panamá.

Al lado de los esperanzadores anuncios de una nueva era para la hu-
manidad, más justa y solidaria, se están produciendo terribles situa-
ciones de abandono y opresión, toleradas o incluso fomentadas en 
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cierto sentido por los guardianes del orden mundial. En ciertos aspec-
tos el caso más grave es Haití. La segunda parte de la revista, reali-
zada en colaboración con la Agencia Latinoamericana de Información 
(ALAI), trata la catástrofe humanitaria de Haití –tras el terremoto, el 
ciclón y la epidemia de cólera-, y la deficiente respuesta de la comu-
nidad internacional, interviniendo militarmente para proteger a go-
bernantes de dudosa respetabilidad y permitiendo procesos electora-
les fraudulentos. La solución militar de las catástrofes humanitarias, 
como si fueran problemas de orden público, no resuelve los proble-
mas y anuncia nuevas injusticias y graves conflictos para los próxi-
mos tiempos.
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Estructuras Legales Transformado-
ras
Ximena de la Barra* - Ricardo Dello 
Buono**

América Latina ha vivido numerosos procesos sociales y políticos que 
han intentado reencauzar las vías de desarrollo nacional. Para lograr-
lo, los gobiernos han buscado transformar el orden legal facilitando 
nuevas reglas del juego y redefiniendo el valor esencial de las aspira-
ciones  nacionales.  En  algunos  casos,  el  proceso  ha sido  diseñado 
para reestablecer el control sobre una situación en la cual el Estado 
liberal estaba siendo desafiado por las fuerzas populares. En otros, el 
proceso ha sido usado para restaurar la legitimidad legal previamente 
perdida, a través de la fuerza, como preludio de un gobierno autori-
tario. El punto de arranque para la transformación fundamental de 
los órdenes legales existentes, depende, en gran medida, de cómo 
lleguen al poder las fuerzas revolucionarias. 

Si bien el orden legal de las sociedades capitalistas opera fundamen-
talmente como un instrumento de opresión al reforzar los intereses 

* Ximena de la Barra es una científica social española que nació en Chile y es 
arquitecta de formación. Formó parte del proyecto socialista chileno de la 
década de 1970 y fue nombrada delegada de la UNCTAD III en representa-
ción del gobierno de Salvador Allende. Después del golpe militar de 1973, 
se opuso activamente a la dictadura militar hasta que fue forzada al exilio.  
Durante un tiempo fue profesora visitante asociada adjunta en Planificación 
de políticas Urbana s y sociales y Salud en la Universidad de Columbia de 
Nueva York. Trabajó 15 años en las Naciones Unidas, en ONU-Hábitat y en 
UNICEF, donde ocupó puestos de alto nivel, como el de Asesora Regional de 
Políticas Públicas para América Latina, el de Asesora Urbana Principal y Jefa 
de la Sección Urbana Global y el de Senior Advisor para las políticas públi-
cas y asuntos urbanos. Actualmente trabaja como consultora independiente 
y publica sobre temas de desarrollo con énfasis en la critica al neoliberalis-
mo y el imperialismo en América Latina. 

** Sociólogo y jefe del departamento de sociología de Manhattan College en el 
Bronx, Ciudad de Nueva York. Ha sido profesor visitante en la Universidad 
Nacional de Colombia en Bogotá, la Universidad de La Habana, la Universi-
dad de Panamá y la Universidad Autónoma de Zacatecas en México, entre 
otras. Es autor/editor de varios libros, incluyendo Social Change, Resistan-
ce and Social Practices (co-editor con David Fasenfest), Brill Academic Pu-
blishers,  Países  Bajos,  2010; Un  Continente  en la  Encrucijada:  Nuestra 
América en Transformación (co-editor con Marco A. Gandásegui, Jr.), CELA, 
Ciudad de Panamá, 2007; Neoliberalismo y Luchas Sociales en América La-
tina (co-editor con José Bell Lara), Editorial Ántropos, Bogotá, 2007; y Diá-
logo Sudamericano: Otra Integración Es Posible, Lima, PCS/Bellido Edicio-
nes,  2006;  Universidad  Andina  Simón  Bolívar,  Ediciones  Tierra,  Quito, 
2006; Editorial Universidad Bolivariana, Santiago de Chile, 2007.
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de la clase dominante a expensas de las clases explotadas, no siem-
pre lo hace de manera mecánica. En un contexto democrático liberal, 
por ejemplo, la naturaleza del orden legal es tal, que debe garantizar 
la acumulación continuada del capital y las ganancias, pero al mismo 
tiempo debe contribuir a mantener una imagen transparente del sis-
tema. En este sentido, el orden legal capitalista liberal muestra una 
naturaleza dual y conflictiva en tanto permite “victorias” legales a los 
grupos sociales no dominantes, siempre que no desafíen su estructu-
ra esencial, pero que en cambio proporcionan la imprescindible legiti-
midad al régimen.

Este  escenario  se  hace  más  complejo  aún,  si  de  un  contexto  de 
transformación social se trata. Cuando la resistencia social organiza-
da contra un orden establecido desafía la hegemonía de la clase so-
cial dominante, surge una situación revolucionaria. En este momento, 
el Estado podría ser “capturado” por una nueva alianza de clases so-
ciales y transformado en un agente de cambio social. Si demuestra 
ser capaz de desarrollar nuevas formas de intervención para promo-
ver una agenda de transformación, puede emerger una situación fa-
vorable a las fuerzas sociales en ascenso.

Un escenario alternativo surge cuando el Estado continúa o regresa a 
reproducir el orden y las instituciones establecidos por la clase social 
anteriormente  dominante. Ello  obviamente  impide  una  agenda  de 
transformación toda vez que existen variedad de mecanismos que 
absorben, cooptan, o reprimen los desafíos políticos al orden estable-
cido. Si el Estado se mueve en esta dirección, la transformación so-
cial se vuelve casi imposible, no importa cuan bien intencionados o 
ideológicamente comprometidos con el cambio puedan estar los líde-
res gubernamentales.

Dadas las características organizativas de la mayoría de las democra-
cias  representativas liberales,  los movimientos sociales carecen de 
mecanismos que puedan atentar directamente contra el orden legal 
establecido y el monopolio de la fuerza ejercido por el Estado. Como 
resultado de ello, los movimientos sociales chocan de inmediato con-
tra los límites legales a la protesta social. En la medida que ellos se 
mueven fuera de los canales legalmente reconocidos, son persegui-
dos y enfrentan toda la furia de la represión estatal. La criminaliza-
ción de sus actividades también desafía su propia legitimidad, debido 
a que son estigmatizados como “socialmente indeseables” y peligro-
sos “delincuentes.” Por estas y otras razones, los movimientos socia-
les han permanecido atrapados en las madejas legales que traban la 
protesta social, incapacitados para hacer realidad el cambio social.

Las flagrantes limitaciones de las democracias representativas post-
dictatoriales están comenzando a ser seriamente questionadas a me-
dida que surgen procesos emancipatorios que buscan transformar el 
orden legal en favor de los intereses populares y abrir el espacio ne-
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cesario para la participación de las masas en el proceso de gobierno. 
El relativo éxito de estos esfuerzos, la velocidad del proceso de cam-
bio y la profundidad revolucionaria de estos cambios, variarán, de-
pendiendo del contexto social y político específico.

Si una fuerza política progresista proyecta seriamente una agenda 
emancipatoria a través de una estrategia electoral, parecería indis-
pensable contar con suficiente apoyo de masas para obtener la victo-
ria electoral y para conducir una Asamblea Constituyente que demo-
cratice el proceso constitucional. Una simple reforma parlamentaria o 
tecnocrática de la Constitución vigente, no cumpliría estos objetivos. 
El factor decisivo es la existencia de fuertes movimientos sociales que 
apoyen activamente el proceso de cambio. Si no los hay, el cambio 
constitucional será prácticamente insostenible,  ineficaz y muy sus-
ceptible a la reversión.

En el contexto de un cambio abrupto de orientación política de un go-
bierno electo, el cambio constitucional invariablemente provocará un 
conflicto. Cualquier desliz puede producir la erupción de la violencia y 
la intervención extrajurídica de las fuerzas armadas, frecuentemente 
a instancias de las élites nacionales históricamente dominantes. In-
cluso, como en el reciente caso de Honduras, puede llevar a la inter-
vención extranjera que en realidad actúa en defensa de intereses 
corporativos transnacionales alegando supuestas amenazas a la se-

El baño



12 Revista África - América Latina: Cuaderno nº 49

guridad nacional. Los devastadores resultados pueden incluir la impo-
sición de una dictadura militar, la ocupación extranjera, u otros esce-
narios similares conducentes a la expropiación de la soberanía popu-
lar. En el caso de Honduras, sin embrago, el Frente Nacional de Re-
sistencia  Popular  (FNRP) a pesar de  que sus miembros continúan 
siendo masacrados, insisten en su proyecto de refundación de Hon-
duras a través de una Constituyente popular y democrática, advir-
tiendo que el golpe de estado del 28 de Junio de 2009 sólo ha signifi-
cado su retraso.

Aun si el cambio resultara exitoso, no existen garantías reales de que 
un orden legal progresista logre ser un instrumento eficaz para el 
cambio, a menos que exista la adecuada voluntad política para lo-
grarlo. Aún en ese caso, en ausencia de un verdadero proceso revo-
lucionario, es muy difícil promover un cambio positivo sin un cuerpo 
de leyes que lo permita. Como en América Latina el camino revolu-
cionario a través de la lucha armada es inviable en este momento 
histórico,  la  alternativa  es transformar  los  marcos constitucionales 
para avanzar, a pesar de todos los riesgos que ello implica. También 
resultan imprescindibles las adecuadas políticas públicas y las asigna-
ciones  presupuestarias  necesarias  como  elementos  garantistas  del 
nuevo proyecto constitucional y social. En este escenario, la fuerza y 
la acción concertadas de los movimientos sociales son indispensables 
en la lucha por un futuro post neoliberal, tanto en el proceso de con-
solidar una nueva agenda favorable a las grandes mayorías y en lo-
grar los cambios legales de largo alcance que la sustenten, como en 
los esfuerzos subsecuentes para garantizar su cumplimiento.

Se hace imprescindible además un proceso permanente de educación 
popular para que los pueblos logren conocer efectivamente la reali-
dad de la cual hacen parte y se defiendan de la realidad virtual ima-
ginaria creada interesadamente por los medios de comunicación ma-
siva, al servicio del gran capital, con el objetivo de impedir el cambio. 
Así el poder constituyente no podrá limitarse a instituir al poder cons-
tituido con un mandato para actuar en su representación, sino que 
deberá mantenerse en posición de garante y de control social  del 
cambio, evolucionando hacia una democracia participativa.

A pesar de que el capitalismo neoliberal se encuentra actualmente en 
crisis global con severas consecuencias éticas, sociales, ambientales, 
financieras y económicas que pesan sobre la humanidad entera, en 
America Latina sólo un cambio de las estructuras legales proporcio-
nará el espacio necesario para un futuro post-neoliberal. Es decir un 
futuro en el cual la política prime sobre la economía; donde se recu-
pere el rol del estado como mecanismo regulador y redistribuidor, rol 
que el mercado y los servicios públicos privatizados son incapaces de 
ejercer; donde prime el interés del bien común por sobre los intere-
ses del gran capital nacional y transnacional; donde se recupere la 
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soberanía popular sobre los recursos; y donde el desarrollo social sea 
compatible en el plano ambiental con el de las generaciones futuras.
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Bolivia. La Constitución de 2009, la 
Primera  en Erradicar  el 
Colonialismo
Ximena de la Barra - Ricardo Dello Buono

Hay muchas lecciones de Venezuela que han sido consideradas cuida-
dosamente por analistas y políticos bolivianos, así como por el públi-
co en general.  La  Reforma Constitucional  de 1994 promovida por 
Sánchez de Lozada, bajo la presión de los movimientos indígenas ya 
consagraba el carácter multiétnico y pluricultural de la nación y reco-
nocía a los pueblos indígenas ciertos derechos sociales y culturales. 
Sin embargo, como carecía de elementos garantistas, esto no impidió 
la privatización de sectores energéticos clave, lo que generó fuertes 
revueltas populares conocidas como la “guerras del agua y del gas” 
(Pisarello, 2009). Estos levantamientos posibilitaron que la reforma 
del Presidente Mesa, de 2004, incorporara la posibilidad de convocar 
a una asamblea constituyente.

El Presidente Evo Morales ganó las elecciones del 2005 con una ma-
yoría simple de votos. Su programa gubernamental basado en las de-
mandas populares incluyó la convocatoria a una Asamblea Constitu-
yente y a la renacionalización de los recursos naturales, como los 
elementos angulares que permitirían la inclusión de aquellos miem-
bros de la sociedad históricamente excluidos.

Morales insistió en que el país necesitaba una constitución totalmente 
nueva y una refundación del Estado, opción para la que sólo se re-
quería aprobación por una mayoría simple de votos en el Congreso. 
Su argumento central fue que desde la Independencia en 1825, Boli-
via había tenido dieciocho Asambleas Constituyentes, todas ellas de-
rivadas de las constituciones anteriores, y por ello, nunca se habían 
logrado cambios verdaderos. En contraste, la oposición argumentaba 
que todo cambio constitucional necesita derivarse de la Constitución 
vigente y que por consiguiente una nueva constitución requería el 75 
por ciento de los votos, algo que Morales y el Movimiento hacia el So-
cialismo (MAS) no podían obtener.

Algunos analistas calificaron de insuficiente el proyecto de reforma 
boliviano dado que dejaría intacto al poder económico. Aquí es donde 
viene a colación el asunto del momento y el ritmo, que Chávez vino a 
entender dolorosamente en 2007. ¿Podrían introducirse cambios re-
volucionarios en ese momento y con la correlación de fuerzas exis-
tente? Otros, sin embargo, ven a Morales como un líder Aymara que 
honestamente considera al diálogo como la mejor manera de llevar a 
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cabo un proyecto político de transformación. De hecho, aunque la 
nueva Constitución no intenta una legislación socialista, incluye, cier-
tamente, un considerable componente antineoliberal.

Después de la prolongada lucha política entre las fuerzas del gobier-
no y la oligarquía, prevaleció la naturaleza fundacional de la Constitu-
ción. El  Tribunal Constitucional no tiene el poder para declarar in-
constitucionales  las  resoluciones  de  la  Asamblea Constituyente.  El 
desarrollo  del  proceso  se  vio  enredado en  discusiones  procesales, 
violentos  enfrentamientos  y  otras  tácticas  de  retraso,  mientras  la 
oposición situaba sus esperanzas en que el plazo asignado para la re-
formulación constitucional terminaría por agotarse. Sin embargo, Mo-
rales maniobró para encontrar una solución a cada obstáculo, y de-
senredó el proceso obstruccionista.  Entre otros muchos problemas 
complejos que se presentaron cabe señalar el de como compatibilizar 
los  procedimientos políticos  occidentales  e  indígenas,  de  modo de 
construir una nueva estructura en beneficio de mayoría excluida. 

Se discutieron asuntos de suma importancia. Entre otros, el proble-
ma de cómo evitar la reprivatización de los recursos nacionales por 
futuros gobiernos, lo que fue hábilmente resuelto declarando a dichos 
recursos propiedad del  pueblo,  en lugar del Estado. Se desataron 
fuertes discrepancias en el proceso de definir la naturaleza de la de-
mocracia (representativa o directa y deliberativa), y especialmente 
cuando estaba definiéndose la naturaleza del Estado o las provisiones 
para una autonomía regional mayor. Lo mismo ocurrió al discutir so-
bre la tenencia de la tierra.
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La autonomía era demandada por las adineradas élites locales locali-
zadas en las tierras bajas del Amazonas, llamadas la “Media Luna”, 
compuesta  de  cuatro  de  los  departamentos  bolivianos  mas  ricos 
(Santa Cruz, Beni, Pando, y Tarija) que concentran la mayoría de los 
recursos petroleros del país y que generan la mayor parte del PIB de 
Bolivia.  Estas administraciones regionales procedieron a emitir  sus 
propias constituciones autónomas, lo que era ilegal bajo la Constitu-
ción vigente en ese momento, oponiéndose a la autonomía por las 
que luchan las comunidades indígenas. La oligarquía Cruceña recurrió 
a  las  estrategias  más  antidemocráticas  imaginables,  incluyendo el 
uso de la violencia, reclamando del ejército la defensa de sus esfuer-
zos por afianzar la autonomía regional y promoviendo la secesión. 
Actitud de claro reconocimiento de que no obtendrían los votos nece-
sarios para lograr democráticamente sus objetivos elitistas. Es obli-
gado señalar que cuando tuvieron el control del Estado, no estuvie-
ron interesados en una mayor autonomía cuando esta fue propuesta 
por los movimientos indígenas. La esencia de la disputa se centró en 
el control de los recursos naturales, dado que los bien dotados terri-
torios indígenas se traslapan con las divisiones administrativas del 
país.

El gran debate giró en torno a dos posturas: la promoción de un Es-
tado liberal democrático, defensor de la propiedad privada como va-
lor supremo, o un Estado de base comunitaria, deliberativo, plurina-
cional, centrado en la propiedad pública, social, cooperativa, y comu-
nal. La nueva Constitución zanjó el argumento estableciendo que la 
soberanía reside en el pueblo y que es ejercida por él directamente. 
Agrega que el pueblo, organizado en movimientos sociales, participa-
rá en la toma de decisiones respecto a las políticas públicas, y ejerce-
rá el control social sobre el gobierno y las empresas privadas que re-
alicen servicios públicos o manejen recursos fiscales públicos. Reco-
noce la autonomía de los diferentes grupos étnicos, en consonancia 
con la Declaración de las Naciones Unidas para los Derechos de los 
Pueblos Indígenas, pero define a Bolivia como una república unitaria, 
multiétnica y pluricultural.  La nueva Constitución define al  modelo 
económico como de economía mixta con tres áreas específicas: la 
economía estatal, la privada y la comunal. Garantiza la propiedad pri-
vada siempre que opere en interés público y contribuya a fortalecer 
la soberanía económica. Prohíbe expresamente el latifundio y los mo-
nopolios  privados  u  oligopolios.  Se  identifica  al  pueblo  de  Bolivia 
como el dueño de los hidrocarburos nacionales y se especifica que el 
Estado puede intervenir en sectores estratégicos de la cadena pro-
ductiva para garantizar los suministros y las condiciones de vida para 
todos. Aún más, establece la prioridad pública por sobre la privada 
en la inversión y en la industrialización de los recursos naturales y la 
obligación de respetar y proteger el ambiente. Una parte de las ren-
tas por las exportaciones de los hidrocarburos se distribuye a todos 
los territorios administrativos nacionales, no sólo a aquellos que lo 
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producen. Se define la educación como responsabilidad del Estado. 
Los funcionarios elegidos sólo pueden reelegirse una vez y su manda-
to también puede revocarse.

Incluso, en medio de todas las contradicciones, la naturaleza comu-
nal y el potencial transformativo del proceso es evidente. Las pro-
puestas surgieron y se discutieron y las mayorías propusieron cam-
bios que fueron acogidos por los miembros de la Asamblea Constitu-
yente. Todo esto constituyó una nueva forma de construcción de de-
mocracia en la nación más pobre de los Andes. El proceso revocatorio 
propuesto por el Presidente en la nueva Constitución es un conside-
rable adelanto democrático, porque las personas pueden revocar a 
aquéllos que han dejado de representarlos después de elegidos. Esto 
también debe ayudar a desmontar la campaña de las fuerzas de la 
oposición que reiteradamente manifiestan que Morales es un autori-
tario, un dictador antidemocrático.

La oposición de la Media Luna con el respaldo absoluto de las élites 
que  controlan  los  medios  de  comunicación,  defiende  los  intereses 
económicos de la oligarquía y de las corporaciones transnacionales. 
En el pasado, estos intereses disfrutaron del apoyo de las dictaduras 
militares y de los gobiernos antidemocráticos (Ochoa, 2008). Como 
señala Eva Golinger (2007), la oposición boliviana, en consonancia 
con la oposición venezolana “made in USA”, busca desestabilizar el 
proceso constitucional así como al gobierno. Su meta es derrocar al 
presidente Morales, lo cual forma parte de una estrategia global para 
descarrilar el proceso emancipatorio en un país, donde los pueblos 
indígenas constituyen la mayoría. El presidente Morales ha denuncia-
do repetidamente al intervencionismo norteamericano en los mas al-
tos foros internacionales, y ha presentado pruebas de la intromisión 
ilegal de Washington en los asuntos internos de Bolivia. En más de 
una ocasión, ha señalado a la Embajada norteamericana en La Paz 
como un elemento clave en la orquestación del proceso de desestabi-
lización y al Embajador Phillip Goldberg como uno de los principales 
instigadores, lo que le hizo merecedor de su expulsión del país en 
2008.

En  Diciembre  de  2007,  el  texto  para  una  nueva  constitución  fue 
aceptado por más de dos tercios de los miembros presentes, con la 
autoexclusión de la oposición de derecha Con una táctica similar a 
aquéllas usadas por los grupos de oposición venezolanos, el proceso 
fue boicoteado por el principal partido de oposición, a pesar de que 
tenía  pocas  posibilidades  de  detenerlo.  Las  autoridades  de  Santa 
Cruz llegaron a convocar a un referendo autonómico al margen de la 
ley. Aunque la situación pudiera haberse considerado como excepcio-
nalmente madura para un golpe militar, el ejército se mantuvo fiel al 
gobierno constitucional existente, esforzándose por prevenir una si-
tuación de ingobernabilidad total. Resta por ver cuanto se prolongará 
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dicha postura ya que el propio Presidente Morales en su discurso de 
segunda asunción hizo mención a que los militares deben dejar de 
considerar al socialismo como al enemigo.

La oposición también ha intentado devolver la capital nacional a su 
sitio histórico en Sucre, en un esfuerzo por dividir a las fuerzas del 
MAS. Morales demostró ser hábil en tácticas cuando, en un intrépido 
movimiento, presentó un proyecto al Congreso para realizar un refe-
réndum revocatorio de su propio puesto, así como para los nueve 
prefectos gobernantes de todo el país. “Permitan al pueblo decidir 
quién  debe  gobernar”,  argumentó.  Se  llamaría  inmediatamente  a 
elecciones para reemplazar a aquéllos que fueran removidos de sus 
cargos.  En  Agosto  del  2008,  Evo  Morales  no  sólo  conservaría  su 
puesto sino que aumentó su votación al 67 % del electorado. A pesar 
de este contundente triunfo, una contraofensiva general fue dispues-
ta por el alto mando de la oposición cívico-prefectural. La defensa del 
proceso la tomaron miles de indígenas y campesinos que se despla-
zaron en la segunda quincena de septiembre hacia la ciudad de San-
ta Cruz para recuperar las instituciones públicas y, sobre todo, sofo-
car el golpe cívico-prefectural.

La ratificación de la aprobación de la propuesta de texto constitucio-
nal permaneció estancada en el 2008, pendiente de aprobación por 
un referéndum popular que fue aplazado por la Corte Nacional Elec-
toral (CNE). El mandatario boliviano presentó ante el Congreso dos 
proyectos de ley referentes a la aprobación en referendo de la nueva 
Constitución y de la consulta en la que se definirá la extensión máxi-
ma de las propiedades agrícolas, único punto en el cual no se había 
llegado a acuerdo. 

Entretanto, el gobierno del MAS emitió decretos, o actuó para obte-
ner la aprobación del Congreso sobre leyes que persiguen cambios 
significativos en la sociedad, beneficiando a la inmensa mayoría au-
mentando la participación del Estado en la economía y mejorando la 
distribución de la riqueza del país. El Decreto Supremo de los Héroes 
del Chaco, de nacionalización de los hidrocarburos, emitido el 1 de 
mayo del 2006, le devolvió la dignidad perdida al pueblo boliviano. 
También originó los ingresos adicionales que permitieron al gobierno 
invertir en su política social y tener mayor flexibilidad de opciones 
para la exploración, extracción, procesamiento y distribución de pe-
tróleo y gas. En noviembre de 2006, se aprobó una ley dirigida a pro-
fundizar la  reforma agraria,  permitiendo la expropiación de tierras 
ociosas en interés público, respondiendo a las demandas hechas por 
las comunidades indígenas. En abril del 2007 un decreto presidencial 
transfirió a la Compañía Nacional de Telecomunicaciones (ENTEL), de 
manos privadas, hacia el Estado (CEPAL, 2007c).

Finalmente,  tras  arduas  luchas  y  algunas  concesiones,  la  nueva 
Constitución Política del Estado fue aprobada en Enero de 2009 en 
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referéndum por el 62 % de los votos. La Alta Comisión para los Dere-
chos  Humanos  de  la  Organización  de  las  Naciones  Unidas  calificó 
como ejemplar para todos los pueblos del mundo que la nueva Cons-
titución Política del Estado de Bolivia garantice el acceso al agua y a 
la seguridad alimentaria. La comunidad internacional, incluso la Or-
ganización de Estados Americanos (OEA), y muchos países surameri-
canos, han respaldado el proceso constitucional, reconociendo su le-
galidad (OEA, 2008). Esto ha ayudado a contrarrestar las denuncias 
de la oposición respecto de la ilegalidad del proyecto constitucional. 

Sin embargo, continuaron las escaramuzas de la oposición. La Cons-
titución obligaba al Congreso a sancionar un nuevo régimen electoral 
en un plazo perentorio. Evo Morales tuvo que recurrir a su huelga de 
hambre para exigirle al Congreso cumplir con dicha disposición para 
que se pudieran llevar a efecto las elecciones previstas para Diciem-
bre de 2009. Nuevamente fue la presión social la que logró destrabar 
el proceso previo acuerdo de la elaboración de un nuevo padrón elec-
toral, exigencia de la oposición.

Después de una contundente victoria electoral que dio lugar a la ins-
talación de la primera Asamblea Legislativa Plurinacional, el pasado 
22 de enero de 2010, Evo Morales juramentó su segundo mandato 
presidencial bajo la premisa de consolidar un Estado socialista y co-
munitario. Simultáneamente en esta misma fecha comenzó a regir la 
nueva Constitución y se dio partida de nacimiento al Estado Plurina-
cional de Bolivia. La votación del 64% del electorado obtenida por el 
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gobierno le permite tener la mayoría absoluta en las dos cámaras le-
gislativas, aspecto fundamental de la nueva gestión, ya que las leyes 
necesarias para rediseñar el nuevo Estado socialista no podrán ser 
frenadas por la oposición como en el período anterior. 

El Estado Plurinacional reconoce una condición previa como es la pre-
sencia y existencia de 36 naciones originarias que conforman el ac-
tual Estado Plurinacional boliviano. Esto ha implicado la recuperación 
de la tierra y el territorio y la posibilidad de la autogestión de estas 
naciones a través de Gobiernos Indígenas Autónomos. Otro tema im-
portante es que este nuevo texto constitucional establece que los re-
cursos estratégicos del país sólo deben ser explotados por el Estado, 
y que entregarlos a las transnacionales se considera traición a la pa-
tria. 

Bolivia en general y el gobierno de Evo Morales en particular, tienen 
un enorme desafío por delante. Derrumbar la cultura capitalista para 
erigir la socialista y comunitaria, no deja de ser una utopía hasta el 
momento. Aunque con una oposición debilitada, la sociedad boliviana 
continúa dividida por grandes problemas políticos, económicos, étni-
cos, y culturales. Sin embargo, los movimientos y organizaciones so-
ciales e indígenas se han convertido en sujetos políticos e impulsores 
del proceso de cambio. Se puede afirmar además que la forma y el 
ritmo del cambio social que tiene lugar en Bolivia, están siendo de-
terminados por la capacidad de los movimientos sociales de exigir al 
gobierno popular continuar avanzando. Quedaría por ver cuán lejos 
puede llegar el proceso, dadas las fuerzas formidables que trabajan 
contra él. 
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Bolivia. Cambio Y Autonomía
Franz Barrios Villegas *

Percepciones Epidermicas del Cambio

La sensibilidad natural y cotidiana de la gente, las tertulias en los ba-
res o en las reuniones familiares y el incansable traqueteo de las no-
ticias diarias confluyen en una apreciación generalizada de sentir el 
cambio como algo que flota en el ambiente. Hay algo que nos induce 
a pensar que estamos viviendo un momento extraño. Lo que ya es 
difícil precisar es el peso, el tamaño y la profundidad de ese cambio. 

Para muchos esa sensación de que algo está sucediendo, viene pre-
cedida de un sentimiento de inquietud y de temor. La presencia insó-
lita de un indígena en el Palacio de Gobierno, el rumor de una tor-
menta que hará añicos la religión, la propiedad y la familia ( como di-
cen que sucedió en los países comunistas ) son aristas subjetivas 
muy punzantes que intranquilizan la conciencia.

Una sensación similar de inseguridad, asusta y se expande también 
en el núcleo de las familias más modestas aunque en ellas no habría 
peligro alguno de perder una propiedad que no se tiene ni de destruir 

* Presidente del IP Tomás Katari, Sucre, Bolivia
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una familia que ya está dispersa porque muchos de sus integrantes 
se han ido al exterior a buscar trabajo. Sin embargo, en la sensibili-
dad epidérmica de estas personas que viven en condiciones pobreza 
no es “normal” lo que está sucediendo

Otro amplio sector de la población - como es la juventud - parece 
más bien ajeno a las preocupaciones y temores de los adultos. Una 
buena parte de ella está más inclinada a consumir sus horas en otros 
afanes que tienen que ver con la música, los karaokes y la diversión 
nocturna. Parecen decir que ya habrá tiempo para encarar cosas más 
serias. Cuando tienen que referirse al cambio, muchos de ellos se ex-
presan en los términos más duros sobre la calidad del gobernante o 
el  vergonzoso  protagonismo  de  los  ignorantes,  reflejando  de  este 
modo su rechazo, sus complejos íntimos o su postura racista.

Para una inmensa mayoría de la población boliviana, cuya vida diaria 
se concreta en una lucha sostenida por subsistir, la sensación de que 
el país está respirando un aire de cambio tiene otro sentido. Pese a 
que ellos eligieron a su representante genuino, todavía se sorprenden 
de que esto haya sucedido realmente.  Empiezan a sentir  que son 
partícipes directos de un proceso que les concierne. Con la llegada de 
los bonos Juancito Pinto, Dignidad y Juana Azurduy de Padilla, que 
empezó a  distribuir  directamente una suma de dinero  a niños  en 
edad escolar, a personas de la tercera edad y a mujeres embaraza-
das, sienten que por primera vez les llega la lluvia sin haber nubes 
en el cielo. En los grupos más activos de esta mayoría silenciosa el 
cambio es mucho más claro ya que sienten que el mismo les sirve 
como combustible para desplegar todas sus energías en diferentes 
tareas de movilización social.

Para los sectores sociales que en su diversidad conforman la denomi-
nada clase media de las ciudades, el proceso de cambio es asimilado 
de una forma complicada y a veces contradictoria. Para la mayoría de 
los colegios de profesionales y los medios de comunicación lo que 
está sucediendo en el país es un atentado flagrante a la estabilidad 
de la democracia, a la vigencia del estado de derecho y a la indepen-
dencia de los poderes, aparte de que es un anuncio peligroso la lle-
gada e imposición de una dictadura extremista. Pese a esta sensa-
ción generalizada existen profesionales y medios que atemperan el 
clima de incertidumbre y empiezan a manifestar tímidamente su sim-
patía.

Indagando más a Fondo

Un punto de partida: Un hecho histórico inobjetable, que abrió las 
puertas del proceso, fue la crisis social y política que estalló en Boli-
via entre febrero y octubre del año 2003. Principalmente, la eclosión 
del 18 de Octubre de 2003 tuvo un efecto desencadenante sobre el 
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Estado como tal y sobre su sistema político de sustentación: cayó el 
gobierno constitucional de Gonzalo Sánchez de Lozada, se resquebra-
jaron las instituciones públicas y se inició un incierto proceso de tran-
sición. 

Durante dos años (Octubre 2003 a Diciembre del 2005) esa transi-
ción sin rumbo encontró en la crisis de Junio del 2005 su punto más 
candente, lo que impulsó a todos a buscar una salida política concer-
tada: acortar el período constitucional vigente y convocar a eleccio-
nes anticipadas. De este modo, las elecciones del 18 de Diciembre 
del 2005 posibilitaron que Evo Morales sea el primer presidente indí-
gena de Bolivia, con un respaldo sorprendente del 53.7 por ciento.

La Soberanía   del   Voto Abrió   el   Surco   del   Cambio Político  

La primera gran inflexión política que tiene el país se da en las elec-
ciones generales del 2005. Se produce un cambio en la dirección de 
la voluntad ciudadana, ya que el apoyo electoral hacia los partidos 
políticos se desvía sorprendentemente a favor del Instrumento Políti-
co de los Pueblos ( IPSP- MAS). Es la primera señal de un cambio 
profundo porque precisamente es el voto universal y secreto de la 
ciudadanía el que busca un nuevo cauce político para su decisión so-
berana. De ser simplemente representativa la democracia empieza a 
adquirir la calidad de democracia participativa plena.

Esta inflexión política puede visibilizarse en el cuadro comparativo Nº 
1.

En las cinco elecciones generales (entre 1985 y 2002) la ciudadanía 
orientó su mayor votación hacia seis partidos conocidos ( MNR, ADN, 
MIR, UCS, CONCEPA Y NFR) inclinando su preferencia a tres de ellos 
en los siguientes porcentajes: para el  MNR en un 25.5 por ciento 
como promedio en cinco elecciones; un 25.5 por ciento a favor de 
ADN en cuatro elecciones, excepto el año 2002 que bajó bruscamen-
te al 3.4 por ciento; y un 16.3 por ciento a favor del MIR en cuatro 
elecciones, ya que el año 1993 el MIR fue en alianza con ADN.

Una lectura detenida del cuadro nos permite descubrir los principales 
signos de un proceso en marcha:

Los seis partidos mayoritarios del sistema recibieron un apoyo acu-
mulado impactante, pues en 1985 llegaron juntos a recibir un 81.97 
por ciento de respaldo; en 1.989 a un 84.9 por ciento; en 1993 a un 
84.9 por ciento; en 1997 a un 90.6 por ciento y el año 2002 a un 
69.0 por ciento. Esta compactación de resultados electorales, a es-
paldas de quienes emitieron su voto, se constituye en una base sóli-
da para la emergencia invisible de la llamada “democracia pactada” y 
del sistema “partidocrático”. 
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CUADRO NO. 1.-LAS PREFERENCIAS DEL VOTO 
CIUDADANO

Elecciones Presidenciales de los años 1985-1989-1993-1997-2002 y 
2005

PARTIDOS 1985 1989 1993 1997 2002 2005

MNR Votos 456.704 363.113 585.893 396.267 624.126 185.859

MNR % 25,6 25.6 35.6 18.2 22.5 6.5

ADN Votos 493.737 357.298 346.813 484.689 94.386 821.745*

ADN % 32,80% 25,20% 21,90% 22,30% 3,40% 28.6

MIR Votos 153143 309033 ** 365014 453375 ----

MIR % 10/02/11 21.8 ** 16.8 16.3 ----

UCS votos --- 226.820 350.716 153.210 ----

UCS % ---- 13,80% 16,10% 5,50% ----

CONDEPA 
Votos

---- 173.459 265.428 373.623 10.336 ----

CONDEPA 
%

---- 12,3 14,3 17,2 0,4 ----

NFR Votos ---- ---- ---- ---- 581.163 19.667

NFR % 20.90% 0.7

Total 1.110.384 1.202.903 1.424.954 1.970.311 1.916.596 1.027.271

MAS Votos ---- ---- ---- ---- 581.884 1.544.374

MAS % ---- ---- ---- ---- 20,90% 53.7

Votos 
Válidos

1.728.365 1.573.790 1.620.309 2.321.117 2.994.065 2.681.423

81.97 73.64 70.47 71.36 72.05 60.10

Fuente: elaboración FBV en base a datos de La Razón de 
martes 2 de octubre y cuadros de FBV de anterior estudio.

* En las elecciones del 2005 La sigla sustitutiva de ADN fue 
PODEMOS

** En las elecciones de 1993 ADN y MIR fueron aliados por lo 
que los votos se registran como ADN.

La primera inflexión política que se registra en la democracia bolivia-
na es la que se produce sorpresivamente con el voto mayoritario que 
se inclina a favor del MAS en las elecciones de 2005, llegando al 53.7 
por ciento y sentenciando visiblemente la decadencia de los partidos 
tradicionales. La interpretación de esta inflexión sólo puede entender-
se como el primer cambio político que el país determina a través del 
voto ciudadano y sin alterar las condiciones y reglas del modelo vi-
gente hasta entonces.

Esta tendencia política por el cambio se irá fortaleciendo en consultas 
nacionales de importancia como es el caso de las elecciones para la 
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Asamblea Constituyente ( 2 de Julio de 2006). La correlación de fuer-
zas en la Asamblea Constituyente reflejó esta variación asignando al 
MAS 137 asambleístas, con una votación del 50.72 por ciento, frente 
a 60 representantes de PODEMOS (ex ADN) con apenas el 15.32 por 
ciento de apoyo electoral. 

Un tercer punto de referencia para descubrir que la voluntad sobera-
na de la ciudadanía está orientada a fortalecer el proceso de cambio 
es el referendo revocatorio del año 2008. Los partidos tradicionales, 
en un intento suicida por recuperar fuerzas, plantean la revocatoria 
de mandato del Presidente Evo Morales, obteniendo otro revés inape-
lable, pues los resultados muestran que un 67.41 por ciento ratifica 
al Presidente, frente a un 32.59 por ciento que vota por la revocato-
ria.

Después de un camino escabroso por el que tiene que transitar la 
Asamblea  Constituyente  se  busca  una  salida  política  consensuada 
acudiendo, una vez más, al veredicto del voto soberano. El 25 de 
Enero del 2009 se decide, por referendo constitucional, la aprobación 
de  la  nueva  Constitución  Política  del  Estado  con  un  respaldo  del 
61.43 por ciento. Esta decisión consagra definitivamente el curso del 
proceso de cambio al adoptar un nuevo plano para la construcción 
del nuevo Estado.

En esta misma dirección de consolidación del proceso, las elecciones 
generales del 6 de diciembre del 2009 arrojan un veredicto popular 
inapelable: el binomio Evo Morales- Álvaro García Linera recibe un 
sólido respaldo popular de 2.943.209 votos a favor, sobre un total de 
4.859.440 computados, es decir, un 64.22 por ciento. Los candidatos 
del MAS para la Asamblea Legislativa Plurinacional tienen igualmente 
un amplio respaldo a tal punto que traspasan el límite de los dos ter-
cios en el órgano legislativo nacional.

La última expresión de esta persistente inclinación ciudadana por el 
cambio se dio el pasado 4 de abril con las elecciones sub-nacionales 
para constituir 9 gobiernos departamentales y 337 gobiernos munici-
pales autónomos. En este caso, no tiene mucha significación el ba-
lance cuantitativo de los votos favorables al MAS en términos nacio-
nales, sino el posicionamiento de esta organización en los gobiernos 
departamentales, en la composición de las asambleas legislativas de-
partamentales,  en los  alcaldes electos y  en la composición de los 
concejos municipales. 

Por la inclinación del voto popular el mapa político nacional adquiere 
el color azul del MAS de manera predominante (64.22 %) en diciem-
bre del año 2009. Gracias a los resultados recientes (4 de Abril del 
2.010) el color azul invade seis de los nueve departamentos del país, 
ya que son elegidos nueve gobernadores del MAS. En las nueve capi-
tales de departamento se constata una variedad de colores que refle-
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jan que el voto urbano sigue haciendo resistencia a la propuesta de 
cambio que enarbola el partido en función de gobierno. Sin embargo, 
en el municipio de El Alto y en una amplia mayoría de otros 317 mu-
nicipios predominantemente rurales, sobre un total de 337 munici-
pios con que cuenta actualmente Bolivia, es el color azul del MAS el 
que se impone visiblemente.

Nuestra conclusión es que el proceso de cambio histórico en Bolivia 
tiene como primera manifestación estratégica y de largo aliento un 
cambio político, el mismo que se traduce en la decisión del voto ciu-
dadano por legitimar, respaldar y estimular la profundización del pro-
ceso emprendido. Se constata que esta decisión es persistente y sos-
tenida, como se comprueba en los resultados de las distintas consul-
tas democráticas, sea a título de elección o de referendo.

Se  podría  decir,  adicionalmente,  que  la  democracia  representativa 
cede el paso a una democracia participativa, cuya marcha ascendente 
llega hasta el 95 por ciento de votos válidos sobre un universo del 
100 por ciento de ciudadanos inscritos. De diez millones de habitan-
tes que tiene Bolivia, cinco millones cumplen la calidad de ciudada-
nía, apta para votar, y de esta totalidad una mayoría que sobrepasa 
el 60 % señala el rumbo que debe tomar el proceso emprendido de 
grandes transformaciones políticas, sociales y económicas. 

La Reconstrucción   del   Estado   y de la   República.  

El ascenso de la participación ciudadana para decidir democrática-
mente el destino del país desemboca en dos caminos de implementa-
ción: por un lado, es indispensable diseñar nuevos marcos jurídico-
normativos que sirvan como planos o guías de una reconstrucción es-
tatal, y por otro, es inexcusable la tarea de empezar cuanto antes 
con la reconstrucción como tal.

En este gigantesco empeño cobran un valor estratégico algunos as-
pectos que vale la pena rescatar como fundacionales:

El hallazgo de un símbolo perdido.

Cuando emergió Bolivia, hace 184 años, como un Estado Republica-
no- soberano e independiente - nadie cuestionó el gran agujero ne-
gro que se abría entre la sociedad existente y el Estado naciente. 
Para quienes fueron los artífices de la nueva construcción republicana 
quedaba como supuesto que el Estado - soberano, libre e indepen-
diente - era una emanación natural del pueblo.

Sin embargo, la decisión de redactar y aprobar el Acta de Indepen-
dencia ( 6 de Agosto de 1825) y proclamar el nacimiento de la Repú-
blica correspondió a 55 asambleístas que fueron elegidos por no más 
de 30.000 ciudadanos de aquel entonces,  sobre una población de 
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1.100.000 habitantes de una formación social que hasta entonces era 
el Alto Perú. Para la aprobación de la primera Constitución Política del 
Estado Boliviano, en 1826, se eligieron a 42 diputados de las cinco 
provincias que tenía la República por el mismo caudal electoral.

Cerca de 800 mil indígenas, 100 mil mestizos, 8 mil negros e incluso 
150 mil mujeres y niños criollos, fueron totalmente excluidos de esta 
importante decisión. En el caso de los criollos, por ejemplo, que al-
canzaban a unos 200 mil, tanto las mujeres como los menores de 
edad,  no  participaron  directamente  porque  no  eran  considerados 
como ciudadanos. 

Tuvieron que pasar más de 180 años para que se descubriera que no 
existía  pertenencia  ni  relación  alguna entre  sociedad y  estado.  El 
pueblo en su inmensa mayoría tuvo que recorrer un largo calvario de 
luchas y penurias por lo menos para ser reconocido por un estado 
ajeno, lejano y aparente. Es como si la Sociedad, en su condición na-
tural de madre de todas las instancias e instituciones de la comuni-
dad, no hubiera tenido en realidad un hijo propio, como debía haber 
sido el Estado. Por el contrario, ese estado ajeno, aparente y lejano 
se dio para sí la “representatividad” de todo el pueblo, es decir, de 
toda la sociedad pese a que ésta estuvo excluida desde siempre.

La comprobación más dramática y contundente de esta disyunción 
entre sociedad y estado se dio durante toda la vida republicana tanto 
por la ausencia física de las entidades públicas en infinidad de luga-
res de todo el territorio nacional como por la probada incompetencia 
del Estado para resolver los problemas de la sociedad en su conjunto.

Como frutos de la última crisis política y social del pueblo, cuyo punto 
candente se dio en la eclosión de Octubre del 2003, las banderas 
enarboladas por las movilizaciones populares de: nueva constitución, 
nuevo estado y nacionalización de los recursos naturales, significa-
ron, en el fondo, demandas de refundación del Estado y la República.

En términos más simples, los sectores sociales excluidos que hacen 
la inmensa mayoría del pueblo y constituyen, por lo tanto, la socie-
dad boliviana en toda su plenitud, encontraron, finalmente, el símbo-
lo perdido de todas sus luchas: el Estado plurinacional que sustituya 
al hijo ajeno, distante y aparente.

Las bases autonómicas y pluri-territoriales del nuevo Estado.

Para los ideólogos que deben diseñar el nuevo ordenamiento jurídico-
político del Estado, como es el caso del Vice-presidente Álvaro García 
Linera, un tema teórico que debe esclarecerse previamente es en tor-
no, precisamente, a los conceptos de Estado y República.
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En la línea del símbolo perdido, Álvaro García Linera, sostiene que el 
modelo de Estado vigente hasta hace poco es falso o aparente y to-
talmente ajeno a la sociedad plurinacional que es Bolivia. Se trata, 
por lo tanto, de construir un modelo de Estado absolutamente dife-
rente en su naturaleza y composición. De ahí viene la acentuación de 
que una sociedad plurinacional que se re-encuentra históricamente a 
sí misma, debe darse un Estado igualmente plurinacional.

En cuanto al término República, si bien hay una corriente muy fuerte 
dentro del MAS para descartar el concepto como válido para una re-
construcción, el mismo Vice-presidente García Linera, demuestra que 
la República, del modelo de Estado imperante, fue también una figura 
aparente, privada y circunscrita al manejo del poder político por una 
casta señorial. De lo que se trata, entonces, es de reacuñar bajo el 
concepto de república, (cosa pública), una forma de estado que sien-
do democrática sea expresión de toda la sociedad. La nueva Repúbli-
ca debe ser la verdadera cosa pública en manos de la Sociedad y 
como forma de Estado tiene que ser necesariamente democrática en 
el sentido pleno de la palabra.

Con estas directrices y superando el impasse coyuntural que generó 
la bandera de la autonomía, inicialmente enarbolada por los líderes 
del oriente boliviano, se está en la fase de organización político-terri-
torial del nuevo Estado, en base a dos plataformas fundamentales: la 
autonomía sub-nacional de departamentos, municipios y pueblos ori-

Noche de pesca
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ginarios, y la organización pluri-territorial en por lo menos tres nive-
les gubernativos: el nacional, el departamental y el municipal, ade-
más de las opciones de constituir regiones autonómicas y municipios 
indígenas autonómicos.

Aunque no existe un planteamiento oficial y específico en torno a los 
alcances políticos del modo autonómico y pluri-territorial del nuevo 
Estado, se pueden descubrir algunos ejes centrales:

Cambio del modo de Estado.

Una de las modificaciones esenciales del viejo Estado para empezar a 
construir el nuevo tiene que ver con el carácter centralista de aquél. 
Bajo el disfraz de República unitaria, el modelo estatal mantuvo du-
rante 184 años un sistema centralista de gobierno. Un solo gobierno 
para administrar desde su sede todo el país, recurriendo a prefectos 
designados por el Presidente y con todo un aparato administrativo 
celosamente controlado desde el poder central; un poder legislativo 
único con atribuciones privativas y exclusivas que no deban margen a 
ningún cuestionamiento.

El modo de Estado que hoy consagra la nueva Constitución supera 
radicalmente el  modo simple o centralista,  para adoptar  un modo 
compuesto  combinado.  Sin  llegar  al  modelo  federal  se dispone la 
construcción de niveles sub-nacionales de gobierno en los nueve de-
partamentos que tiene el país y en los 337 municipios vigentes, bajo 
el patrón autonómico, descentralizado y pluri-territorial.

Organización político-territorial del Estado por niveles.

Rompiendo el centralismo, el nuevo modelo estatal descansa en la 
organización territorial del Estado en varios niveles gubernativos: un 
nivel nacional con dos órganos (ejecutivo y legislativo) para cumplir 
gestión pública en todo el territorio nacional; un nivel departamental 
que tenga un gobierno autónomo y descentralizado, contando para 
ello con un órgano ejecutivo y otro legislativo para cada uno de los 
nueve departamentos; un nivel local en el que funcione el gobierno 
municipal autónomo, igualmente con dos órganos ( ejecutivo y legis-
lativo). Por lo tanto, se trata de un modo compuesto de estado con 
tres niveles de gobierno. Se ha agregado, además, la posibilidad de 
poder constituir  opcionalmente regiones autónomas y/o municipios 
que puedan adquirir la calidad de municipios indígenas.

Gobiernos constituidos por el voto ciudadano.

Los órganos ejecutivo y legislativo de los tres niveles (nacional, de-
partamental y municipal) tienen que ser legitimados, por mandato 
constitucional, mediante el voto de los ciudadanos, según la circuns-
cripción que se trate. Siendo el período constitucional de cinco años 
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está prevista la realización de elecciones nacionales para conformar 
el gobierno nacional y la asamblea legislativa plurinacional, así como 
elecciones departamentales para elegir al Gobernador o Gobernadora 
y a los miembros de la Asamblea Legislativa Departamental. Del mis-
mo modo, serán las elecciones municipales las que constituyan sus 
respectivos órganos de gobierno, tanto ejecutivo como legislativo.

Potestad legislativa.

Una importante innovación es la institucionalización de tres órganos 
legislativos en los tres niveles establecidos con potestad legislativa, 
es decir de poder sancionar leyes nacionales, departamentales y mu-
nicipales con la misma jerarquía y validez jurídica, siendo diferentes 
simplemente por las circunscripciones territoriales en las que se apli-
quen tales leyes.

En esta reorganización estatal los departamentos y municipios po-
drán darse sus propias leyes, como un mecanismo de decisión autó-
noma y de protección frente a las  amenazas de cualquier  intento 
centralista en materia de gestión pública.

Jerarquía normativa.

Para mantener la unicidad y la fortaleza del sistema jurídico del país 
se reconoce el principio del ordenamiento jerárquico en materia nor-
mativa de carácter jurídico. Como marcos jurídicos constitutivos de 
los tres niveles de gobierno se establece la relación jerárquica de la 
Constitución Política del Estado, con los Estatutos Autonómicos De-
partamentales y las Cartas Orgánicas Municipales, así como la rela-
ción secuencial y jerárquica de las leyes nacionales, departamentales 
y municipales.

Catálogo competencial.

Ante la maraña de funciones, atribuciones y competencias que tenía 
el modo simple y centralista de Estado, se empieza a desbrozar en el 
modo autónomo y pluri-territorial todo el sistema competencial, asig-
nando de manera ordenada y sistemática aquellas competencias pri-
vativas y exclusivas que corresponden al nivel nacional, con las ex-
clusivas, compartidas y concurrentes que puedan irse dando a nivel 
departamental, municipal y de los pueblos indígena originario campe-
sinos (IOC).

Es necesario reconocer que el tema competencial se convierte en el 
eje central de la reorganización del Estado por niveles diferenciados. 
Falta, por ejemplo, construir de manera ordenada y sistemática la 
asignación de las funciones y competencias públicas, mediante siste-
mas que regulen el funcionamiento del Estado como tal, y los regí-



32 Revista África - América Latina: Cuaderno nº 49

menes que deberían disponer las acciones estatales frente a la socie-
dad.

Distribución y manejo de los recursos fiscales.

Pese a los esfuerzos por construir un sistema apropiado en materia 
fiscal el proceso de reorganización político territorial del Estado no 
llega a superar el viejo modelo de distribución y manejo de los recur-
sos fiscales. Este modelo es inequitativo, caótico y complicado. Por 
ejemplo, las regalías petroleras se distribuyen, aplicando fórmulas ar-
bitrarias que acentúan la desigualdad de los departamentos.

Urge constituir un nuevo sistema de distribución equitativa de los re-
cursos fiscales, tomando en cuenta, por ejemplo, criterios de pobla-
ción, grado de pobreza, comportamiento tributario y atención equita-
tiva del Estado hacia todas las regiones del país.

Descentralización.

Como un elemento fundamental de la construcción autonómica y plu-
ri-territorial del Estado se impone la implementación de un sistema 
descentralizado de las nuevas instancias públicas, tanto en el orden 
político como en lo que corresponde al campo económico y adminis-
trativo.

Siendo la descentralización una efectiva transferencia competencial, 
mucho más  efectiva  que  la  simple  desconcentración  delegada  del 
modelo centralista, este aspecto tiene una importancia de primer or-
den para el mejor desenvolvimiento de todo el proceso de reorgani-
zación estatal.

Por lo expuesto, el mayor desafío político que tiene la sociedad boli-
viana para darse un nuevo modelo de Estado, consiste en la mayor 
precisión y profundidad que se pueda alcanzar en estos pilares de 
sustentación para aplicar un modo compuesto, autonómico y pluri-te-
rritorial.

Con las elecciones de este 4 de abril se ha dado un paso trascenden-
tal en este sentido ya que a partir de Junio de este año se institucio-
nalizarán en Bolivia nueve gobiernos departamentales y 377 gobier-
nos municipales autónomos y descentralizados.

Un Cambio Sustancial   en la   Gestión Pública:  

El proceso de cambio que vive Bolivia no sólo tiene los dos pilares 
que hemos examinado brevemente. Además del cambio político que 
generó el ejercicio del voto soberano y de la reorganización político-
territorial del Estado por la vía de un modelo compuesto que sea au-
tonómico  y  pluri-territorial,  quedan  en  la  mesa  de  observaciones 
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otros pilares de igual importancia. Uno de ellos es, por ejemplo, la 
capacidad y firmeza que tengan los mandatarios en materia de ges-
tión pública.

Otro tema fundamental a destacar en este empeño histórico que tie-
ne Bolivia se refiere al control de los recursos naturales, como base 
esencial para orientar la gestión pública en servicio de la sociedad.

La posición y el papel geopolítico de Bolivia en el proceso de integra-
ción gradual de los países de América del Sur o las políticas de sobe-
ranía nacional frente a la presión externa que nos quiere mantener 
en una situación de dependencia, es también otro aspecto estratégi-
co que tiene que merecer un análisis exahustivo.

Todos estos elementos que hacen a la esencia misma del proceso de 
cambio serán objeto de nuestro análisis en los próximos números.
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Chile.  Avances  y Retrocesos 
Constitucionales 
Ximena de la Barra - Ricardo Dello Buono

En Septiembre de 1970, Salvador Allende, miembro del Partido So-
cialista Chileno, encabezó la coalición de partidos de izquierda deno-
minada Unidad Popular que ganó la elección presidencial, marcando 
una victoria histórica para la izquierda chilena. El mismo día que ob-
tuvo el voto popular, él expresó en una conferencia de prensa que 
como Presidente de la República, buscaría la ayuda de los elementos 
centristas de la oposición política para lograr profundos cambios en la 
Constitución. 

La Constitución chilena de 1925 especificaba que cuando ningún can-
didato llegara a obtener la mayoría de los votos emitidos, el Congre-
so estaba autorizado para seleccionar al ganador entre los dos candi-
datos con mayor cantidad de votos. Hasta el momento, esta cláusula 
constitucional no había tenido que ser aplicada pero en 1970, se vol-
vió relevante. Valga esto de ejemplo respecto al papel que puede ju-
gar el orden legal establecido en prevenir o impedir el cambio sisté-
mico. 

La Unidad Popular era la agrupación política con el mayor número de 
escaños, pero constituía una fuerza minoritaria si se sumaban los es-
caños de los otros dos partidos en contienda. Esta situación dio lugar 
a  un  proceso  de  debates  entre  la  oposición  derechista  acerca  de 
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cómo desafiar una victoria popular de la izquierda. Dado que el can-
didato del ala derecha del Partido Nacional, que obtuvo la segunda 
mayoría, maniobró para ganar su confirmación como presidente, el 
Partido Demócrata-Cristiano que obtuvo el tercer lugar, se tornó re-
ceptivo al fuerte apoyo popular existente para un cambio social y lle-
gó a considerar su apoyo al candidato de la izquierda. 

La administración de Richard Nixon en EEUU,  ejerció  una enorme 
presión de para impedir que Allende tomara el poder. Una investiga-
ción realizada por el Comité de Inteligencia del Senado estadouni-
dense, revelaría años mas tarde, de que modo una democracia liberal 
(Estados Unidos) hizo todo lo posible para evitar la elección legal de 
un presidente en otra democracia liberal (Chile). Esto incluía la auto-
rización de sobornos a representantes del Congreso chileno, subsi-
dios a los grupos derechistas para ayudar a construir una oposición 
popular a la convocatoria de Allende, y la colusión con las Fuerzas Ar-
madas chilenas, sentando las bases para un golpe militar cuando fa-
llasen todos los demás esfuerzos (Sigmund, 1993: 48). Documentos 
desclasificados posteriormente demuestran que el presidente Nixon 
había concedido diez millones de dólares al Director de la Agencia 
Central de Inteligencia (CIA) para impedir que Allende asumiese la 
presidencia, usando cualquier medio táctico (Sigmund, 1993: 50). 

Una significativa facción de la oposición política a Allende (el Partido 
Demócrata-Cristiano) condicionó su apoyo a la aprobación de un Es-
tatuto de Garantías Democráticas. Este consistía en medidas legales 
diseñadas para fortalecer el status quo político, contra el programa 
de transformación social defendido por Allende. Incluía, entre otras 
cosas, garantías para la mantención de un sistema político multiparti-
dista, protección para los medios masivos de comunicación privados, 
estabilidad para las fuerzas armadas, y el compromiso de no permitir 
milicias populares (Loveman, 1988: 294). Dicho Estatuto fue aproba-
do con los votos del Partido Demócrata-Cristiano y de la Unidad Po-
pular, como una enmienda a la Constitución Chilena.

El intento de la CIA de negociar con las Fuerzas Armadas Chilenas se 
enfrentó con la intransigencia del Comandante en Jefe del Ejército, 
General René Schneider que permanecía fiel a la Constitución. La CIA 
recurrió entonces a promover un operativo de extrema derecha para 
secuestrar  al  General  Schneider  que  permitiera  las  negociaciones 
conducentes al golpe de Estado con oficiales de menor nivel en el 
ejército. El intento de secuestro falló ante la resistencia de Schneider, 
lo que dio lugar a su asesinato sólo dos días antes de la votación final 
del Congreso. Contrario a lo esperado, las maniobras produjeron un 
sentimiento de ultraje público, lo que su vez instó al Congreso a rati-
ficar la elección de Allende a la presidencia. 

El “Camino chileno al socialismo” propuesto por Allende significaba 
iniciar una profunda transformación social respetando la instituciona-
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lidad de la sociedad chilena. Esto requeriría transformar el orden le-
gal a favor de los intereses de los sectores populares por medio de 
una nueva Constitución de acuerdo con los requisitos legales que es-
tablecía la Constitución en vigor en el momento de su elección. Fue 
claro al decir que se sometería a la opinión soberana del pueblo la 
necesidad de reemplazar la Constitución liberal existente, por una de 
orientación socialista, y de fusionar las dos cámaras del sistema par-
lamentario en una sola. De esta forma, el Programa de Gobierno se 
comprometía a respetar el debido proceso legal en tanto llevaba a 
cabo su proyecto revolucionario (Allende, 1971: 38). 

Allende creyó que la clave de su estrategia de transformación consis-
tía en aumentar la fuerza política y modificar el orden legal a través 
de enmiendas constitucionales. Esto sólo podría ser posible con una 
alta participación de las fuerzas populares movilizadas, aumentando 
substantivamente el poder de los trabajadores. De esta manera, el 
apoyo al Gobierno Popular podría ser sostenido por su base de clase 
y no sólo por su base electoral de simpatizantes de los partidos inte-
grantes de la Unidad Popular. Consciente de los riesgos que este pro-
yecto llevaba, proféticamente declaró:

“El pueblo de Chile está conquistando el poder político sin verse obli-
gado a utilizar las armas. Avanza en el camino de su liberación social 
sin haber debido combatir contra un régimen despótico o dictatorial, 
sino contra las limitaciones de una democracia liberal. Nuestro pueblo 
aspira legítimamente a recorrer la etapa de transición al socialismo 
sin tener que recurrir a formas autoritarias de gobierno… Con todo, 
es mi obligación advertir que un peligro puede  amenazar la nítida 
trayectoria de nuestra emancipación y podría alterar radicalmente el 
camino que nos señalan nuestra realidad y nuestra conciencia colecti-
va; este peligro es la violencia contra la decisión del pueblo.” (Allen-
de, 1971: 41). 

En lugar de intentar destruir el andamio institucional existente, Allen-
de vio la posibilidad de ponerlo al servicio de las clases populares, 
cambiando el carácter de clase del orden legal (Garretón y Moulian, 
1993: 188). Entretanto, intentó utilizar todas las provisiones consti-
tucionales favorables disponibles. Por ejemplo, la redacción de una 
Ley de Reforma Agraria aprobada por el gobierno anterior, le permitió 
intervenir en el sector a la primera señal de resistencia de los terra-
tenientes, habilitando al ejecutivo para acelerar la compra de tierras 
en términos favorables para  el  gobierno.  Otro decreto fechado en 
1932, le permitió nacionalizar las propiedades industriales que no ha-
bían cumplido con las normas estatales concernientes a los inventa-
rios cuando se evidenciaban déficits de producción (Loveman, 1988: 
300). 

A finales de diciembre de 1970, Allende presentó al Congreso una 
enmienda  constitucional  que  daría  el  mando  “absoluto,  exclusivo, 
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inalienable e irrevocable” al Estado Chileno sobre la industria de la 
minería del cobre, incluyendo el poder para nacionalizar a cualquier 
compañía extranjera que se considerara de interés nacional. Seguida 
de un extenso debate en ambas cámaras del Congreso, la enmienda 
fue unánimemente aceptada por todos los partidos en el mes de abril 
del año siguiente, autorizando la nacionalización de la minería del co-
bre, principal producto de exportación del país. 

Un mes mas tarde, en mayo de 1971, Allende socializó su plan para 
reformar completamente la Constitución para institucionalizar la par-
ticipación de los obreros en todos los niveles de la toma de decisio-
nes. Las fuerzas opositoras se movilizaron rápidamente para denun-
ciar la reforma propuesta y ésta tuvo que ser retirada. Además usa-
ron todo medio legal posible para frenar el programa de la Unidad 
Popular. Finalmente, en Febrero de 1972 se circuló en el Congreso 
una Reforma Constitucional diseñada para prohibir al presidente na-
cionalizar  más  industrias  o  empresas  sin  su  aprobación  expresa. 
Allende, sin embargo, vetó la legislación y la oposición fue incapaz de 
reunir una mayoría de dos terceras partes para anular el veto. 

En agosto de 1972, Allende había completado la reelaboración de su 
nueva propuesta constitucional y la circuló a cada partido político de 
la Unidad Popular antes de someterla a discusión en el Congreso. En 
octubre, la oposición derechista llevaba a cabo una verdadera insu-
rrección contra el gobierno, lo que produjo un aplazamiento del deba-
te en el Congreso. El objetivo principal de la Unidad Popular era lle-
gar a un pacto con los elementos más moderados de la Democracia 
Cristiana respecto a la importancia relativa a ser asignada a las dis-
tintas formas de propiedad: estatal, privada, y mixta. La naturaleza 
de las negociaciones convenció a Allende de que la única solución 
real sería someter el proyecto directamente al pueblo chileno para su 
aprobación por plebiscito. 

En septiembre de 1973, un elevado nivel de conflicto social permea-
ba a la sociedad entera. La propuesta reformulada de Allende buscó 
avanzar en la democratización del Estado, incluyendo un rediseño del 
Congreso con una Cámara de Diputados y una Cámara de Trabajado-
res, en que esta última reemplazaría el baluarte elitista del Senado 
con una consistente representación de trabajadores elegidos por voto 
popular. El 9 de septiembre de 1973, Allende comunicó a las Fuerzas 
Armadas su intención de convocar a un plebiscito nacional sobre su 
propuesta de Reforma Constitucional y se disponía a informar al pue-
blo en cadena de redes de televisión y radio. Sin embargo, las Fuer-
zas Armadas estaban ya bien adelantadas en la planificación de un 
golpe de estado, y decidieron que el momento era propicio a sus fi-
nes. El 11 de septiembre de 1973 las Fuerzas Armadas Chilenas trai-
cionaron sus compromisos constitucionales y lanzaron el golpe de es-
tado con el asalto al palacio presidencial cuya consecuencia inmedia-
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ta fue la muerte del Presidente Allende. Con el apoyo entusiasta de 
Washington y el beneplácito de la Democracia Cristiana, al igual que 
de los partidos de la derecha tradicional, se estableció un nuevo Es-
tado militarizado sostenido en el terror y la tortura, consolidándose 
así la ruptura constitucional.

Después del desmantelamiento de todos los programas revoluciona-
rios y de la instalación del modelo de desarrollo neoliberal, la dicta-
dura de Augusto Pinochet confrontaba la ilegitimidad de su gobierno 
autoritario. Por ello, en 1977, comenzaron a circular los principios ge-
nerales de la propuesta de Pinochet para una nueva constitución ela-
borados por ideólogos Pinochetistas sin consultas de ningún tipo. Con 
este proyecto se institucionalizaba un “papel especial” para las Fuer-
zas Armadas Chilenas; la designación directa de un número sustan-
cial de senadores; la elección del resto del Congreso por un sistema 
electoral binominal que excluye a las minorías; la institucionalización 
del modelo neoliberal; la primacía de la libertad económica por sobre 
los  derechos económicos  y  sociales;  garantías  absolutas  para  una 
economía  de  mercado  protegida  del  intervencionismo  estatal  y  al 
mismo tiempo la consagración de un Estado subsidiario que sólo está 
permitido a actuar cuando los particulares no lo  pueden hacer; la 
prohibición de organizaciones consideradas como “totalitarias” y de 
todas las doctrinas que exponían una concepción de la sociedad ba-
sada en la lucha de clases.

Revisada en 1980, incluyó un componente “permanente” que habría 
de tener efecto después de un periodo “de transición” que se exten-
dería por diez años (1980–90). Durante el periodo de transición, el 
gobierno militar continuaría ejerciendo el gobierno autoritario, lo que 
hacía desde el golpe de 1973, y continuaría restringiendo selectiva-
mente los derechos humanos. Aún cuando eventualmente se instau-
rara un gobierno representativo, su poder estaría limitado sujeto a 
los principios de seguridad nacional. El papel político especial confia-
do al ejército se extendería indefinidamente, con un control civil muy 
limitado sobre las fuerzas armadas. Para evitar la influencia popular 
sobre la toma de decisiones se establecieron severas restricciones a 
la actividad política de obreros y organizaciones comunitarias, y se 
eliminaron las elecciones locales. 

El resultado del nuevo orden constitucional consagrado por medio de 
un decreto militar, fue el poder presidencial extremo, la influencia li-
mitada del Congreso, el papel prominente del ejército con responsa-
bilidad pública limitada, y requisitos legales sumamente difíciles para 
cualquier modificación extensa de la Constitución. El plebiscito apro-
batorio fue realizado en septiembre de 1980 bajo el estado de sitio y 
sin registros electorales. El gobierno proclamó su aprobación con el 
67 por ciento de los votos, aunque la falta de medidas transparentes 
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de comprobación llevó a muchos analistas a cuestionar los resultados 
oficiales.

La transición previó un referéndum en 1988 que decidiría si Pinochet 
continuaría gobernando durante otros ocho años adicionales. Sin em-
bargo, para esa fecha, la oposición al gobierno militar de Pinochet se 
había vuelto cada vez más audaz.  A pesar de ser ilegales bajo el 
mando militar las protestas callejeras surgían cada vez con más fre-
cuencia. El gobierno se sentía cómodo en sus pretensiones de ganar 
un plebiscito que prolongaría el gobierno militar durante otros ocho 
años adicionales. Sin embargo, muy a su pesar, la campaña por el 
“No” demostró ser eficaz movilizando a la sociedad civil para acabar 
con el gobierno militar. Cuando el voto “No” ganó por un sustancial 
margen de 56 a 44 por ciento, Pinochet sintió una gran presión de la 
comunidad internacional  e  incluso dentro de su propio  gobierno y 
tuvo que aceptar la derrota. 

Se fijaron elecciones parlamentarias para 1989, seguidas por eleccio-
nes presidenciales. A mediados de 1989, un plebiscito adicional mo-
dificó la Constitución de 1980, aliviándose algunas de las restriccio-
nes en afiliación política y libertad de expresión. A pesar de la apro-
bación de estas enmiendas la Constitución de 1980, diseñada por la 
dictadura, ha permanecido esencialmente intacta y ha continuado ri-
giendo en Chile hasta el presente, estableciendo restricciones signifi-
cativas en la redemocratización de la sociedad chilena. De allí derivan 
las limitaciones de la precaria democracia chilena, la desmovilización 
– con la excepción del pueblo mapuche - de su otrora  combativa 
fuerza social, y los estragos del neoliberalismo sobre el pueblo. Las 
enmiendas del 2005 impulsadas por el Presidente Lagos, vergonzosa-
mente,  no  hicieron  mucho más  que  legitimizar  la  Constitución  de 
1980, esta vez con la firma de un presidente “socialista”. No todo 
está perdido, sin embargo. Ha surgido un movimiento ciudadano de 
amplísimo espectro político que no acepta regirse por un decreto mi-
litar maquillado y que busca fórmulas para lograr una nueva constitu-
ción desarrollada por medio de una Asamblea Popular.
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Chile. Reforma Constitucional Can-
celatoria de Derechos Indígenas
Bartolomé Clavero*

La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del 
Senado de la República de Chile ha hecho público su dictamen sobre 
el proyecto de reforma constitucional para el reconocimiento de los 
pueblos indígenas a tal nivel fundamental para el Estado que ha veni-
do resistiéndose a todo trance incluso al mero registro de dicha pre-
sencia humana. La sorpresa está garantizada. Lo primero que reco-
noce este proyecto de reconocimiento constitucional de los pueblos 
indígenas  no  es  precisamente  a  éstos,  sino  a  “la  Nación  chilena” 
como “una, indivisible y multicultural”; lo segundo que reconoce tam-
poco es a los pueblos indígenas como sujetos políticos, sino a los 
mismos como mero dato de presencia en Chile sin mayor relevancia 
jurídica y a sus comunidades y personas como sujetos, éstos sí y sólo 
éstos, de derechos: “El Estado reconoce la existencia de los pueblos 
indígenas que habitan su territorio y el derecho de sus comunidades, 
organizaciones e integrantes”.

Por impulso de la Presidencia de la República, con carácter de suma 
urgencia y a puerta cerrada, la Comisión de Constitución, Legislación, 
Justicia y Reglamento del Senado de la República de Chile ha estado 
debatiendo durante el mes de enero un proyecto de reforma consti-
tucional para el reconocimiento de los pueblos indígenas a tal nivel 
fundamental para el Estado que ha venido resistiéndose a todo tran-
ce incluso al  mero  registro  de  dicha presencia  humana.  Ahora  se 
hace el dictamen público con amplia motivación y un texto ya articu-
lado. La sorpresa está garantizada.

En la propia motivación del dictamen saltan ya las sorpresas. En el 
proyecto actual se refunden algunas iniciativas que, junto a la de ini-
ciativa presidencial,  venían moviéndose en las cámaras legislativas 
para salirse en el fondo al paso de la Declaración de Naciones Unidas 
sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (DDPI) y, más particu-
larmente, para impedirse que el recién ratificado Convenio de la Or-
ganización Internacional del Trabajo (OIT) sobre Pueblos Indígenas y 
Tribales en Países Independiente (Convenio 169) pueda convertirse 
en caballo de Troya de dicha Declaración. Se produjeron protestas y 
también comparecencias ante la susodicha Comisión contra tales ini-
ciativas. Pues bien, para el actual dictamen, dichas reacciones se re-
gistran como prueba del “cumplimiento de la obligación de consulta 
establecida en el Artículo 6 del Convenio Nº 169 de la OIT”. Dicho ar-

* Bartolomé Clavero, Miembro del Foro Permanente de Naciones Unidas para 
las Cuestiones Indígenas.
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tículo requiere “consultar a los pueblos interesados, mediante proce-
dimientos apropiados”, “a través de sus instituciones representativas” 
y “de buena fe”, todo lo cual evidentemente no es el caso. No es una 
comisión parlamentaria la que puede garantizar el cumplimiento del 
Convenio 169 y además, como en el caso, contra toda evidencia.

En su repaso de los antecedentes normativos del actual proyecto de 
reforma constitucional, el dictamen reitera un peculiar entendimiento 
del valor del Convenio 160 que ya se había manifestado en el propio 
Senado cuando se debatió la ratificación. Según dicho entendimiento, 
sus “preceptos no podrán contravenir la legislación nacional ni el ré-
gimen de garantías constitucionales”. Esta supeditación de un tratado 
multilateral a la ley doméstica contraviene flagrantemente el derecho 
internacional sobre tratados. Que el derecho indígena a la tierra y al 
agua ha de ser reconocido por ley y consiguientemente supeditado a 
ella es algo que se repite a lo largo de todo el dictamen. Al hacerse 
referencia al instrumento de la OIT, también se atenta contra su len-
guaje al evitar la denominación de pueblos. El Convenio 169, se nos 
explica, “fija normas especiales aplicables a las etnias”. Ni constitu-
yen un derecho especial ni se refieren a etnias. Con lo de especiali-
dad quiere establecerse un carácter de excepción por el que habría 
de interpretarse y aplicarse restrictivamente. Y basta leer el citado 
artículo sexto del Convenio 169 para apreciarse que sujetos de un 
derecho a ser consultados son los pueblos indígenas, estos pueblos a 
los que este proyecto de reforma constitucional niega lisa y llana-
mente la condición de sujetos de derechos.
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A la doctrina contraria al derecho internacional que el dictamen sien-
ta rinde buenos servicios la jurisprudencia del Tribunal Constitucional 
provocada durante el proceso de ratificación del Convenio 169 a los 
mismos efectos preventivos. He aquí pronunciamientos de dicha ju-
risdicción que no dejan ahora de registrarse: “La expresión pueblos 
indígenas debe ser considerada en el ámbito de dicho tratado, como 
un conjunto de personas o grupos de personas de un país que pose-
en en común características culturales propias, que no se encuentran 
dotadas de potestades publicas y que tienen y tendrán derecho a 
participar y a ser consultadas, en materias que les conciernan, con 
estricta sujeción a la Ley Suprema del respectivo Estado de cuya po-
blación forman parte. Ellos no constituyen un ente colectivo autóno-
mo entre los individuos y el Estado”. Es posición definitivamente in-
consistente tras la adopción de la DDPI por las Naciones Unidas. A la 
propia luz del Convenio 169 y del derecho internacional sobre trata-
dos no se sostiene en forma alguna. El Tribunal Constitucional llegó a 
sentar algo tan abiertamente contrario a tal derecho en general y a 
tal  tratado en particular  como que la obligación de consulta a los 
pueblos indígenas no es vinculante.

El sometimiento de los derechos indígenas a ley tiene a su vez un lí-
mite para esta reforma, límite no precisamente favorable a los pue-
blos y comunidades indígenas. La limitación deriva de que, no ha-
biendo reconocimiento de derecho de valor propiamente internacional 
y constitucional, la posición indígena queda siempre a disposición de 
la ley misma, la ley del Estado se entiende siempre. En este proyecto 
de reforma el caso es el del derecho indígena a las aguas de sus te-
rritorios, un derecho que ya estaba reconocido por ley y que ahora la 
reforma constitucional intenta limitar.

En el mismo dictamen se nos informa de que “el artículo 64 de la ley 
N° 19.253 (la Ley Indígena) protege especialmente las aguas de las 
comunidades aimaras y atacameñas y considera bienes de propiedad 
y uso de la Comunidad Indígena establecida por esa ley las aguas 
que se encuentren en los terrenos de la comunidad, tales como los 
ríos, canales, acequias y vertientes”, lo que literalmente reproduce en 
efecto el artículo 64 de dicha ley. Pues bien, esto es lo que dispone al 
efecto el actual proyecto de reforma constitucional: “La ley protege la 
propiedad sobre las tierras de las personas y comunidades indígenas 
y sus derechos de aprovechamiento de aguas conforme a lo estable-
cido en la Constitución y las leyes”. De forma totalmente intenciona-
da se habla de propiedad de tierras y de derechos de aprovecha-
miento de aguas para cancelar el reconocimiento de la propiedad de 
éstas por parte de la Ley Indígena. Se arguye que ni el Código Civil 
ni  el  Código  de  Aguas  permiten  la  propiedad  particular  sobre  las 
aguas. Entre leyes, la reforma opta por la más desfavorable a indíge-
nas. Y al derecho de los pueblos y comunidades indígenas ningún va-
lor así se le reconoce frente al poder normativo del Estado.
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El pueblo indígena en sí no es aquí sujeto estrictamente de derecho 
alguno.  Se  elude  incluso  la  expresión  de  derecho  consuetudinario 
como derecho de pueblo indígena no sólo para supeditársele siempre 
a ley, sino también para evitarse que el mismo se considere sujeto ni 
político ni jurídico. Esto es exactamente lo que dice al respecto el 
proyecto  de  reforma: “Los  pueblos  indígenas  podrán  organizar  su 
vida de acuerdo a sus costumbres, siempre que ello no contravenga 
la Constitución y las leyes”. Contrástese la disposición del Convenio 
169 tras referirse al derecho consuetudinario de los pueblos indíge-
nas: “Dichos pueblos deberán tener el derecho de conservar sus cos-
tumbres e instituciones propias, siempre que éstas no sean incompa-
tibles con los derechos fundamentales definidos por el sistema jurídi-
co nacional ni con los derechos humanos internacionalmente recono-
cidos”. El encuadramiento en el sistema jurídico nacional sólo procede 
en la medida y parte en que el mismo contiene derechos fundamen-
tales. Y el derecho no es sólo a costumbres, sino también a institu-
ciones propias.

La motivación del dictamen es paladina: “La frase que alude a las co-
munidades, organizaciones e integrantes deja en claro que son éstos 
los sujetos de derechos, pues los pueblos en cuanto tales no deten-
tan tal calidad”. Queda de verdad realmente claro. La reforma consti-
tucional que en teoría viene a reconocer de una vez en Chile a los 
pueblos indígenas intenta aprovecharse para impedir que los mismos 
tengan derechos y también para cancelar de paso algún derecho tan 
importante como el de propiedad comunitaria sobre las aguas.
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Colombia. La Constitución de 1991
Ximena de la Barra - Ricardo Dello Buono

En 1990, como resultado de la masiva frustración con el sistema polí-
tico  bipartidista  vigente  establecido  por  la  caduca Constitución  de 
1886, la sociedad civil, incluyendo al movimiento estudiantil (el movi-
miento por la séptima papeleta) se auto convocó a un plebiscito de 
hecho, exigiendo una Asamblea Nacional Constituyente. Se aprove-
chó el proceso electoral de Marzo de 1990 para incluir en el voto una 
papeleta informal, adicional, exigiendo una Asamblea Constituyente. 
Aunque  el  sistema electoral  no  escrutó  estas  papeletas,  no  pudo 
ocultar el triunfo arrollador de esta iniciativa y se vio obligado a lla-
mar a una encuesta formal en las próximas elecciones dos meses 
mas tarde. (Garretón, 2009:33) Algunos se refirieron respecto a este 
hecho como un “golpe del sentimiento público contra el sistema polí-
tico”. 

Los colombianos debatieron sobre los medios por los cuáles su siste-
ma político  estancado,  corrupto  y  altamente  conflictivo  podría  ser 
mejorado por una mayor participación popular (Bejarano, 2001:56). 
La meta fue rediseñar las reglas del desempeño político, libres de la 
influencia contaminante de la dominación bipartidista de los Partidos 
Liberal y Conservador, que habían demostrado su ineptitud por tantos 
años. Aún persistía en la memoria, como un ultraje, el asesinato de 
Luis Carlos Galán, un candidato disidente del Partido Liberal converti-
do en favorito para las elecciones presidenciales de 1990. 

Un problema inmediato que afrontó la Asamblea Constituyente desde 
sus inicios fue el bajo nivel de participación en la elección de sus de-
legados. Esto fue consecuencia, en parte, de las limitadas capacida-
des de movilización de los dos partidos políticos dominantes, hostiles 
al proceso. El lado positivo, sin embargo, fue el alto grado de repre-
sentación de las minorías políticas, étnicas, y religiosas, las que tradi-
cionalmente habían sido excluidas del proceso político. Entre estos 
grupos, la representación de la izquierdista Alianza Democrática M-19 
(Movimiento 19 del abril) fue particularmente amplia al ganar alrede-
dor de un cuarto de los delegados, sólo sobrepasada por el Partido 
Liberal, quien obtuvo un tercio de los delegados. La Alianza Democrá-
tica M-19 se había formado sólo meses antes de las elecciones de 
1990, integrada por el grupo guerrillero M-19, recientemente desar-
mado después de dos décadas de lucha armada contra el Estado co-
lombiano. Su demanda principal para el desarme había sido la convo-
catoria de la Asamblea Constituyente. 
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La Asamblea también incluyó a una impresionante variedad de voces 
normalmente excluidas, como los pueblos indígenas, lo que contribu-
yó a que el emergente instrumento constitucional mostrara un carác-
ter más plural. Cuando se completó el proyecto final de la constitu-
ción en 1991, la Asamblea decidió reformular las reglas de la política 
electoral. Durante las discusiones, los asambleístas concluyeron que 

serviría mejor al proceso de reforma la anulación de los resultados de 
las elecciones parlamentarias de 1990; los representantes del Con-
greso nacional, elegidos recientemente bajo las viejas reglas, fueron 
considerados tan involucrados en el status quo que no permitirían la 
más ligera reforma constitucional. Con la aprobación de la Corte Su-
prema y el apoyo del Ejecutivo, la Asamblea Constituyente clausuró 
definitivamente el Congreso Colombiano, para así impedir las contra-
rreformas obstruccionistas.  Un mini-congreso interino de dieciocho 
miembros fue electo entre los miembros de la Asamblea Constituyen-
te, mientras se programaban nuevas elecciones que tendrían lugar 
bajo las reglas electorales reformadas. A su vez, todos los participan-
tes de la Asamblea Constituyente acordaron no postular en las próxi-
mas elecciones parlamentarias. 
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La nueva Constitución, entre otras características, reconoció viejos y 
nuevos derechos, concedió mayor autonomía a las comunidades indí-
genas, prohibió la extradición judicial de colombianos a los países ex-
tranjeros, despenalizó la posesión de pequeñas cantidades de subs-
tancias narcóticas como marihuana para el uso personal, prohibió la 
reelección de presidentes de la República, y dinamizó el proceso de 
reforma constitucional global para facilitar reformas futuras. También 
instituyó mecanismos adicionales para la participación política popu-
lar como el plebiscito nacional, el referéndum, consultas populares, 
reuniones del pueblo, iniciativas del legislativo, y la  revocación de 
funcionarios públicos electos (Bejarano, 2001: 66). 

Lo que demostraría ser más difícil a posteriori, era la aplicación eficaz 
de estos cambios constitucionales. Debido a la hostilidad o cuando 
menos indiferencia de los partidos políticos tradicionales hacia las re-
formas, estos esquivaron cualquier esfuerzo activo para implementar 
los  cambios,  mientras  diligentemente  derogaban  las  medidas  que 
consideraban desfavorables. El único partido político firmemente de-
dicado a impulsar los cambios fue la Alianza Democrática M-19, pero 
sus actores principales fueron excluidos de las elecciones parlamen-
tarias en 1991, y pronto comenzó a desintegrarse como fuerza políti-
ca. Las restantes fuerzas políticas que participaron en la Asamblea 
eran escasas y heterogéneas como para poder encabezar el segui-
miento a la reforma, lo que significó que estaba haciéndose un uso li-
mitado de los numerosos mecanismos que proporcionaba la Constitu-
ción. La mayoría de estos mecanismos permanecen latentes hasta el 
día de hoy porque los representantes del Congreso Colombiano elegi-
dos en 1991 (y desde entonces) no han actuado para aplicarlos efi-
cazmente. 

Por último, hubo poco en el proceso que alterara fundamentalmente 
el carácter del modelo económico del país, dejando libre a la admi-
nistración de César Augusto Gaviria para proseguir una amplia libera-
lización de la economía. La Reforma Constitucional profundizó el pro-
ceso de descentralización del país a través de la institucionalización 
de nuevos mecanismos fiscales para facilitar el traspaso de recursos 
presupuestarios del Estado central a los departamentos y municipali-
dades. Sin embargo, dejó el poder económico de la oligarquía tradi-
cional casi completamente intacto, asegurando la continuación de la 
prolongada guerra de guerrillas activada por los grupos a quienes se 
excluyó de la participación en el proceso de la Asamblea Constituyen-
te.

A pesar de que en la Constitución de 1991 se incorporaron reformas 
significativas  para  la  democratización,  éstas  finalmente  no  fueron 
aplicadas por la ausencia de un fuerte partido político progresista y la 
insuficiente coherencia del movimiento social, que pudiera activarlas 
y utilizarlas. La analista colombiana Consuelo Ahumada sostiene que 
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dada la falta de una adecuada gestión política para llevar adelante los 
resultados  de  la  nueva  Constitución,  la  administración  de  Gaviria, 
pudo utilizar la Reforma Constitucional a su favor. Esencialmente sir-
vió  para fortalecer  sus poderes  en una Colombia  tradicionalmente 
presidencialista, debilitando al Poder Legislativo y al Poder Judicial, 
permitiéndole instalar más rápidamente el modelo neoliberal bajo un 
legítimo disfraz de democratización popular (Ahumada, 2000: 217). 
De hecho, la reforma de los desacreditados “estados de sitio” reem-
plazados en la nueva Constitución por “estados de emergencia” (con-
moción), ha dado desde 1990 a las administraciones presidenciales la 
cobertura a una extendida represión política y a la criminalización de 
las protestas (Ahumada, 2000: 265). 

Mas tarde, el Gobierno de Pastrana impulsó en 1999 una reforma que 
eliminó del art. 58 la posibilidad de la expropiación sin indemnizacio-
nes por razones de “equidad” con el propósito de blindar las inversio-
nes extranjeras, sobre todo en materia petrolera (Pisarello, 2009). 
Más recientemente, el Presidente Uribe que ya había reformado la 
Constitución en 2004, impulsó en 2009 un referendo modificatorio de 
la Constitución para permitir su segunda reelección presidencial. El 
decreto ley que lo sustentaba fue aprobado por el Congreso de ma-
yoría Uribista pero fue declarado inconstitucional por la Corte Consti-
tucional.

En este contexto, está claro que las Asambleas Constituyentes per se 
no ofrecen ninguna garantía especial para obtener resultados “pro-
gresistas”, y en el caso de Colombia se ha hecho poco para impedir la 
consolidación del neoliberalismo y la intensificación de la exclusión 
social. Hacia los años noventa, la situación política de Colombia había 
alcanzado un punto de crisis tal que era imposible rectificar solo con 
cambios formales en la Constitución (Garretón, 2001). 
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Colombia.  Necesitamos  una Seria 
Reforma Constitucional
Alejo Vargas Velásquez*

A propósito de la iniciativa anunciada por el Ministro del Interior de 
presentar una nueva reforma constitucional en relación con la inmu-
nidad y la doble instancia para juzgamiento de los Congresistas, con-
sidero de la mayor importancia comenzar a preparar una seria refor-
ma constitucional para afrontar el período post-Uribe.

Asumiendo que en 2010 empezará un nuevo Presidente y que la va-
loración acerca de los ocho años de Álvaro Uribe será una tarea que 
habrá de realizarse en su momento –seguramente con aspectos posi-
tivos, otros menos y otros negativos, como es lo normal en cualquier 
gobierno-, sí deberíamos con seriedad empezar a preparar una refor-
ma constitucional integral, que ajuste los aspectos que se desequili-
braron con la reelección presidencial, pero que igualmente introduzca 
los cambios que se requieren y sobretodo que establezca unos proce-
dimientos más rígidos para su reforma para terminar con el deporte 
nacional de estar reformando la Constitución cada año. Se requiere 
una gran reforma constitucional para que no sigamos haciendo refor-
mitas al menudeo.

Primero, deberíamos volver a un sistema de prohibición de la reelec-
ción presidencial pero incrementando la duración del período a cinco 
o seis años, a partir del Presidente que se elija en 2014 –para ser 
consecuentes con la idea que las reformas siempre deben regir hacia 
delante-. Similar situación debería establecerse para mandatarios re-
gionales y locales.

Segundo, hay que volver a revisar los sistemas de pesos y contrape-
sos acorde con la nueva situación en lo relacionado con la elección de 
Magistrados de la Corte Constitucional, miembros de la Junta Directi-
va del Banco de la República, responsables de los organismos de con-
trol y vigilancia, de tal manera que un elemento central de la demo-
cracia, que es el sistema de pesos y contrapesos, efectivamente fun-
cione.

Tercero, el tema del juzgamiento de los Congresistas en lo relaciona-
do tanto con el llamado tema de la inmunidad, como en lo relaciona-
do con la segunda instancia que toda persona debe tener como un 
derecho fundamental que es. Esto obliga igualmente a revisar lo rela-
cionado con el juzgamiento de las otras cabezas de los poderes del 
Estado y de los organismos de control.

* Profesor Universidad Nacional
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Cuarto, algunos sectores consideran necesario revisar lo  de la cir-
cunscripción nacional de Senado y volver quizá a un sistema mixto 
que combine lo nacional con lo regional, pero eso debe ser objeto del 
análisis y discusión respectivo.

Quinto, un sistema estric-
to  de  sanciones  políticas 
para  parlamentarios  y 
partidos políticos, que re-
sulten  involucrados  en 
alianzas  –consentidas  o 
no-,  con  grupos  delin-
cuenciales  de  cualquier 
naturaleza.

Sexto, establecer un con-
junto de mecanismos que 
garanticen una mayor ri-
gidez constitucional en lo 

relacionado con los procedimientos de reforma; por ejemplo, algunos 
sistemas políticos establecen que una reforma constitucional debe ser 
aprobada por doble vuelta aprobada en dos Congresos distintos, o la 
aprobación de las reformas constitucionales requiere unas mayorías 
altamente calificadas –las cuatro quintas partes de los miembros de 
cada Cámara del Congreso-, igualmente en cuanto a requisitos de 
participación para reformas plebiscitarias y por referendo. Todo lo an-
terior para garantizar que las reformas constitucionales no respondan 
simplemente  a  mayorías  transitorias  –que  siempre  son  efímeras-, 
sino a grandes consensos nacionales.

Para adelantar una reforma de reajuste institucional con temas como 
los planteados y probablemente otros es que se requiere, como lo 
han venido planteando varios dirigentes políticos, una gran coalición 
post-Uribe o mejor una gran coincidencia –en la cual deben estar in-
cluidos los uribistas, por supuesto-, que permita que la misma sea de 
gran consenso nacional. El interrogante grueso es si el Congreso ten-
drá la grandeza que se requiere para tramitar y sacar adelante una 
reforma de esta envergadura –como sería lo deseable-, o habrá ne-
cesidad de acudir a un mecanismo excepcional como sería un Asam-
blea Nacional Constituyente.
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Cuba.  El  Socialismo  Cubano  y  el 
Orden Legal
Ximena de la Barra - Ricardo Dello Buono

Después del triunfo de la Revolución Cubana en 1959, la Dirección 
Revolucionaria reestableció la Constitución de 1940, considerada bas-
tante progresista para su tiempo. (Evenson, 1994: 11). El Consejo de 
Ministros revolucionario promulgó más de novecientas nuevas leyes 
en los primeros años de la revolución, incluyendo las leyes de refor-
ma agraria y de nacionalización de grandes empresas extranjeras, 
estableciendo así la base de la transformación social. Se crearon nue-
vas instituciones en las áreas donde era necesaria una continua aten-
ción para transformar la sociedad cubana, como el Instituto Nacional 
de Reforma Agraria. Se crearon Tribunales Revolucionarios, indepen-
dientes de los Tribunales Ordinarios, para enjuiciar a los colaborado-
res del régimen de Batista. También se establecieron Tribunales Po-
pulares para juzgar infracciones y delitos menores.

La consolidación de las organizaciones de masas cubanas a lo largo 
de 1960, permitió que éstas asumieran papeles más formales y legal-
mente reconocidos durante este proceso, comprometiendo directa-
mente a miles de cubanos con el proceso revolucionario. Sólo a prin-
cipios de los años setenta se llegó a establecer un sistema integrado 
y unificado de estructuras legales. La Dirigencia Cubana insistió en 
esperar la consolidación del Poder Popular y una transformación so-
cial sustancial antes de institucionalizar el proceso revolucionario. En 
lugar de simplemente adoptar una “copia” del proceso soviético y eu-
ropeo oriental, se llevaron a cabo estudios intensivos con el objeto de 
establecer una legalidad socialista coherente con el proyecto y las 
condiciones nacionales (Evenson, 1994). Al contrario de las circuns-
tancias tumultuosas en otros procesos revolucionarios latinoamerica-
nos, las condiciones políticas creadas por la Revolución Cubana en los 
años setenta, brindaron un clima estable en el cual sin apresuramien-
tos, los cubanos pudieran diseñar sistemáticamente una constitución 
óptima para hacer posible la continua transformación social. 

A partir de 1974 se circuló el proyecto de constitución entre las diver-
sas organizaciones de masas, donde se debatió y se acopiaron suge-
rencias. Estos esfuerzos culminaron en la adopción, mediante refe-
réndum nacional, de la Constitución Socialista Cubana de 1976 que 
institucionalizó  las  organizaciones  legislativas  y  administrativas  del 
Estado cubano. A partir de la aprobación de la Constitución de 1976, 
las organizaciones de masas son consultadas formalmente respecto 
de  las  iniciativas  legislativas,  y  tienen  una  representación  en  la 
Asamblea Nacional. Esto ha permitido al socialismo cubano un poten-
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cial dinámico para la participación popular más genuina en el ejerci-
cio del poder revolucionario. 

La  Constitución  Revolucionaria  de  Cuba  estableció  a  la  República 
como un “Estado Socialista” al que se le confió la organización y la 
dirección de los medios sociales de producción que alimentan la tota-
lidad del proceso de desarrollo. Al mismo tiempo, se responsabilizó al 
Estado de garantizar una amplia gama de derechos sociales para los 
ciudadanos cubanos, incluyendo entre otros el derecho al trabajo, a 
los servicios de salud y educación gratuitos, y a la seguridad social. 
La letra de la Constitución deja en claro que recae sobre el Estado la 
obligación, no sólo de prevenir la discriminación y la desigualdad de 
oportunidades, sino también de asegurar el ejercicio real del principio 
de igualdad social. La Constitución, por consiguiente, trató directa-
mente aspectos como la igualdad de la mujer y la igualdad de debe-
res dentro de las relaciones familiares. Al mismo tiempo, la Constitu-
ción de 1976 reconoció la protección política y legal para las liberta-
des individuales y para el debido proceso. 

La noción de una legalidad socialista, diferente a los sistemas más 
tradicionales,  tiene  un  aspecto  dinámico.  Las  leyes  se  consideran 
como instrumentos de transformación, que establecen una relativa 
estabilidad y orden mientras abren el camino hacia el desarrollo y a 
los futuros cambios, incluyendo del propio orden legal. La Constitu-
ción Cubana de 1976 estableció específicamente al Partido Comunista 
Cubano como la fuerza política dirigente que guía el progreso hacia la 
construcción socialista, mientras que la autoridad legislativa recayó 
en la Asamblea Nacional. Aunque la supremacía política otorgada al 
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Partido Comunista Cubano recordaba a las constituciones de los ante-
riores países del bloque soviético, la Constitución de Cuba también 
reconoció el papel de varias organizaciones de masas, incluyendo los 
Comités de Defensa de la Revolución (CDR) de base comunitaria, la 
Central de Trabajadores de Cuba (CTC), la Federación de Mujeres Cu-
banas  (FMC),  la  Asociación  Nacional  de  Agricultores  Pequeños 
(ANAP), y otras organizaciones de jóvenes y de estudiantes. La eficaz 
participación de masas en el proceso revolucionario distinguió al pro-
ceso cubano de la experiencia soviética, así como de la de los países 
capitalistas de la región. 

Cuando la Unión Soviética y el socialismo europeo oriental comenza-
ron su colapso final, el Estado cubano comenzó a debatir acerca de la 
necesidad  de  una  modificación  significativa  de  la  Constitución  de 
1976. Después de casi dos años de discusiones continuas a todos los 
niveles de la sociedad, las enmiendas constitucionales fueron aproba-
das a mediados de julio de 1992. El papel de las enmiendas propor-
cionaba una mayor flexibilidad al Estado en el uso de formas no so-
cialistas de organización social y económica. Esto se consideró nece-
sario para luchar contra la crisis sistémica provocada por el derrumbe 
de su comercio exterior y de los acuerdos de cooperación con los ex 
países socialistas. 

Al  mismo  tiempo,  se  realizaron  importantes  concesiones  políticas 
ante las demandas nacionales para una mayor libertad religiosa dado 
que la Constitución de 1976 había previamente definido al  Estado 
como ateo. Las reformas no sólo liberalizaron las prácticas religiosas 
organizadas, sino que también permitieron la participación directa en 
el gobierno a figuras religiosas. Más aun, las enmiendas extendieron 
la participación popular, estipulando la elección directa de los repre-
sentantes a las Asambleas Nacional y Provinciales.

Los funcionarios cubanos han reconocido en más de una ocasión que 
la burocracia estatal genera límites a la participación de las masas, 
siendo uno de los problemas contra el que debe lucharse continua-
mente. El proceso de rectificación de los años ochenta fue el ejemplo 
más claro del grado en que la dirección cubana asumió en serio este 
problema. El proceso inicial fue detenido durante los años noventa 
por el comienzo de la crisis asociada al “Periodo Especial”. No obstan-
te, el advenimiento de las elecciones directas a las Asambleas Munici-
pales, Provinciales, y Nacional al inicio de los años noventa estableció 
un claro mecanismo para la participación y un camino para que los 
ciudadanos pudieran expresar directamente la insatisfacción con el 
gobierno, votando lo mismo en blanco, que “estropeando” su boleta 
electoral. De hecho, los exiliados de Miami han usado la plena capaci-
dad de sus medios masivos de comunicación privados para animar a 
los votantes cubanos a expresar, de esta manera su rechazo a las po-
líticas del gobierno en las urnas de votación. A pesar de las condicio-
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nes óptimas que para esto brinda una prolongada crisis, sus esfuer-
zos han sido completamente infructuosos. 

Muchos críticos extranjeros han argumentado que el orden legal cu-
bano ha sido inmensamente antidemocrático durante todo el periodo 
revolucionario. Sin embargo, los analistas cubanos argumentan que 
las democracias capitalistas han sido siempre “poco representativas y 
nunca democráticas”  (Evenson,  1994: 24).  Es  más,  ellos  apuntan 
que la experiencia de Cuba con la democracia representativa desde el 
tiempo de la independencia hasta el régimen de Batista, ofreció poco, 
en la práctica, para ilustrar las virtudes de ese sistema. Desde la En-
mienda Platt, impuesta a Cuba como una condición para lograr la in-
dependencia formal, la legalidad constitucional anterior parecía más 
involucrada en asegurar la dominación de los intereses de la clase ca-
pitalista extranjera y de las élites cubanas alineadas con ellos. Si la 
Constitución de 1940 tuvo algunos valores democráticos, ello fue el 
resultado de levantamientos populares, como la revolución de 1933, 
que depusieron a dictaduras anteriores. Pero su cumplimiento exh-
austivo fue bloqueado permanentemente por la influencia extranjera, 
la corrupción interna, la extensa infiltración de mafias estadouniden-
ses y el fuerte papel del ejército. 

En el año 2008, Fidel Castro anunció que se alejaba de la dirección 
activa a raíz de continuadas complicaciones con su salud. Han co-
menzado nuevos debates sobre si son necesarias reformas adiciona-
les para hacer avanzar el proceso revolucionario y para ajustarlo a 
las nuevas condiciones existentes en un capitalismo globalizado en 
crisis. El Presidente Raúl Castro ha enfatizado la pragmática necesi-
dad de mejorar continuamente las  áreas de los servicios sociales, 
agravados por la crisis económica. Se discute también la necesidad 
de socializar el socialismo aumentando los espacios de participación 
en todos los ámbitos. Hasta la fecha, sin embargo, no ha existido 
ninguna señal de que Washington esté revisando algún aspecto de su 
fallida política de embargo económico.
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Ecuador.  Asamblea  Constituyente 
Reconoce  los Derechos  de  la 
Naturaleza
Ximena de la Barra - Ricardo Dello Buono

La resistencia a las políticas neoliberales desató una sostenida movili-
zación de los movimientos indígenas y urbanos que lograron destituir 
a tres gobiernos consecutivos entre 1997 y 2005, facilitando la victo-
ria electoral de Rafael Correa en 2006. Ana María Larrea, prominente 
socióloga ecuatoriana, califica a la Constitución de 1998 como “esqui-
zofrénica”. Progresista ya que reconocía una amplia gama de dere-
chos humanos, pero limitada al no proporcionar ninguna de las he-
rramientas necesarias para garantizarlos, debilitando el potencial de 
cualquier gobierno progresista (Borón, 2007). 

El proceso de cambio constitucional en Ecuador comenzó eficazmente 
cuando el presidente Rafael Correa pronunció su discurso de acepta-
ción el 15 de enero de 2007. En él anunció tres grandes metas que 
fueron compromisos de su campaña: cambiar la Constitución por me-
dio de una Asamblea Constituyente, unirse a la Organización de Paí-
ses Exportadores de Petróleo (OPEP), y rechazar cualquier acuerdo 
de libre comercio con los Estados Unidos. 
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Tres meses después, en un referéndum popular, el 82 por ciento del 
pueblo ecuatoriano votó a favor de cambiar su Constitución, a pesar 
de los esfuerzos de la oposición política derechista para bloquear el 
proceso. El Presidente Correa, llamó a “la madre de todas las bata-
llas”, la de formar una fuerza patriótica y progresista que dominara a 
la Asamblea Constituyente de 130 miembros. Advirtió que si la oposi-
ción maniobraba para dominar la Asamblea,  el  incipiente proyecto 
emancipatorio se destruiría. Por otra parte, Correa declaró que cual-
quiera fueran los resultados, él pondría su permanencia como Presi-
dente en manos de la Asamblea Constituyente. 

Setecientos veinte candidatos reunieron el requerimiento del uno por 
ciento de firmas de electores registrados para votar, y se convirtieron 
en potenciales miembros de la Asamblea Constituyente. Después del 
escrutinio del Tribunal Electoral, 130 de estas personas fueron selec-
cionadas por voto popular el 30 de septiembre del 2007. El gobierno 
ecuatoriano pagó el costo completo de la campaña para garantizar la 
equidad y transparencia en el uso de los recursos electorales. 

Cabeza
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Al igual que en los procesos de Venezuela y Bolivia que precedieron 
al proceso Ecuatoriano, los legisladores de los partidos tradicionales 
se negaron a reconocer las resoluciones aprobadas por el Tribunal 
Supremo Electoral. El problema se complicó por el hecho de que los 
partidarios de Correa no se habían postulado para los escaños en el 
parlamento, optando, en cambio, por el proyecto de establecer una 
Asamblea Constituyente. Así, Correa no tenía ningún partidario allí, 
dejando en manos del Tribunal la tarea de eliminar a cincuenta y sie-
te parlamentarios que no acataron la ley. Finalmente fue la fuerza de 
la movilización social la que contribuyó a evacuar del Congreso a los 
legisladores rebeldes. El Presidente Correa solicitó públicamente a los 
miembros del parlamento que presentasen su dimisión con dignidad, 
para permitir el inicio de las funciones de la Asamblea Constituyente, 
con plenos poderes. Él dio el ejemplo y puso su cargo en manos de la 
Asamblea Constituyente. 

La postulación de Correa para permanecer en la presidencia fue rati-
ficada, al ganar el apoyo de 80 de los 130 miembros de la Asamblea. 
Su fórmula electoral “Alianza País” había logrado, en un corto período 
de tiempo, integrar a varias organizaciones indígenas y sociales para 
formar un amplio movimiento social unitario, dedicado a impulsar el 
proceso  de cambio.  A pesar de  la  constante  oposición  de  la  elite 
atrincherada  en  sus  privilegios,  la  experiencia  Ecuatoriana  con  la 
Asamblea Constituyente sesionando en Montecristi ha resultado me-
nos tumultuosa que la de Bolivia, lográndose su aprobación en ple-
biscito en septiembre de 2008 por mas del 60 por ciento de los vo-
tos, estableciéndose un nuevo pacto social que permite la consecu-
ción del “buen vivir”. 

Con el nuevo marco constitucional se hizo necesario renovar todas 
las instancias de poder en el Ecuador. El presidente Correa fue electo 
en el marco de Elecciones Generales en Abril de 2009 donde también 
Alianza País logró una mayoría absoluta en la Asamblea Legislativa 
cambiando fundamentalmente las correlaciones de poder. Así se ha 
podido impulsar, en un lapso de tiempo muy breve, una política sobe-
rana en materia de asuntos exteriores, de manejo de la economía, de 
la eliminación de presencia militar extranjera, de garantía a los dere-
chos de nacionales y migrantes, etc. establece además mecanismos 
revocatorios  para los  mandatos de todos los  funcionarios  públicos 
electos. La revolución ciudadana Ecuatoriana se une de esta manera 
a la construcción del Socialismo del Siglo XXI en América Latina.

Alberto Acosta, quien fuera Presidente de la Asamblea Constituyente 
hasta su renuncia al perder el apoyo de la cúpula del movimiento 
Acuerdo País cuando buscó extender los plazos asignados para com-
pletar la labor constituyente, destaca los siguientes elementos funda-
mentales de la Constitución de Montecristi (Acosta, 2009): 
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• Los derechos de la naturaleza colocan al Ecuador en la van-
guardia mundial del reconocimiento del entorno vital, como 
complemento inseparable de los derechos humanos;

• La motivación de los actos para que la función pública res-
ponda motivadamente a la razonabilidad social de las medi-
das tomadas antes de que a la razón de Estado, detrás de la 
que,  con frecuencia se oculta el  interés de los  poderosos 
grupos oligárquicos;

• Con el reconocimiento de la plurinacionalidad nos reencon-
tramos en un Estado, que siendo único en su soberanía y te-
rritorialidad,  reconoce e incorpora a las  distintas naciones 
originarias y ancestrales que forman parte del Ecuador, rea-
firmando que esa convivencia, sin relaciones coloniales de 
poder, supone un permanente proceso de interculturalidad;

• El derecho a la resistencia , en tanto cláusula que funda-
menta el espíritu del nuevo Estado Constitucional de Dere-
chos y Justicia, legitima a la ciudadanía para defender a tra-
vés de la resistencia su Constitución, un derecho concebido 
no para oponerse sino para favorecer la cristalización de los 
principios transformadores de la nueva Constitución;

Sin embargo, al igual que líderes indígenas y prestigiosos ambienta-
listas, el propio Alberto Acosta, en relación con la gestión de la nueva 
Ley Minera introducida por el  propio Presidente Rafael Correa,  co-
mienza a ver amenazada la Constitución 

“que habiendo sido elaborada y aprobada por el pueblo ecuatoriano 
con el apoyo entusiasta del gobierno, comienza a ser vista como una 
camisa de fuerza por parte de algunas personas del gobierno…asoma 
la intencionalidad para minimizar los mayores logros constitucionales 
en campos sustantivos como la participación ciudadana, los derechos 
colectivos y los derechos de la naturaleza.” (Acosta, 2009).

Lo mismo ocurre respecto de la nueva Ley de Aguas y de la Ley de 
Soberanía Alimentaria. Esto ha llevado a sectores de la ciudadanía a 
pensar de que el Ejecutivo estaría en contra de la Constitución, y que 
surge la necesidad de un gran frente político para defenderla (Har-
necker, 2010a)1.

Con el fallido intento de golpe de estado del 30 de Septiembre de 
2010 en Ecuador, quedaron en mayor evidencia diferencias como la 
señalada. Éstas se venían gestando gradualmente y se diferencian de 
las del oficialismo con la oposición porque no disputan las bondades 

1 Harnecker, Marta. 2010a.  Tiempos Políticos y Procesos Democráticos. Re-
belión, 23 de Septiembre. http://www.rebelion.org/docs/113474.pdf

http://www.rebelion.org/docs/113474.pdf
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de la nueva Constitución. Por el contrario, la defienden de lo que con-
sideran errores del oficialismo en su gestión y en su estilo de trabajo, 
así como en su poca predisposición al diálogo. La oposición tradicio-
nal al proceso emancipador no pierde la oportunidad de aprovechar 
estas diferencias para cosechar a su favor (de la Barra, 2011)2. Por 
su parte, el Ejecutivo reacciona y pone en marcha la gestión descen-
tralizada que  acerca  la  función  ejecutiva  a  los  diversos  territorios 
para  establecer  un  diálogo  político  con  la  ciudadanía  (Harnecker, 
2010b)3.  Sin duda será el pueblo ecuatoriano quien re-encause su 
extraordinario proceso. 

2 Op. cit.
3 Harnecker, Marta. 2010b. Los Gabinetes Itinerantes en Ecuador: Una For-

ma  de  Acercar  el  Gobierno  al  Pueblo. Rebelión,  1  de  Diciembre. 
http://www.rebelion.org/docs/117764.pdf

http://www.rebelion.org/docs/117764.pdf
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Guatemala  Petición  de Cambio 
Constitucional
Honorables Diputados y Diputadas

Comisión de Legislación y Puntos Constitucionales.

A partir de las audiencias públicas que ha propiciado la comisión de 
Legislación y Puntos Constitucionales del Congreso de la República de 
Guatemala, las organizaciones sociales e indígenas que suscriben el 
presente documento, nos hemos dado a la tarea de conocer las ini-
ciativas de reforma constitucional, registros 4028 y 4031; a partir de 
lo cual exponemos el presente posicionamiento.

Contexto Regional

Del 100% de la población guatemalteca, el 16% habitamos en la re-
gión del Altiplano Occidental de Guatemala, región que comprende el 
8.5% del total del territorio nacional. A excepción de la ciudad de 
Quetzaltenango, el resto de la región es predominante rural, con po-
blación que se reproduce mediante una economía rural agrícola-cam-
pesina y artesanal.

La falta de política pública y de una política fiscal congruentes a las 
necesidades sociales no han permitido acciones que incidan en mejo-
rar las condiciones de vida de nuestra población. Esto ha provocado 
zonas empobrecidas caracterizadas por la baja productividad, poco 
desarrollo tecnológico, baja calificación laboral, bajas tasas de esco-
laridad, altos índices de mortalidad y desnutrición, situaciones que 
entre otros factores han contribuido a perpetuar el círculo perverso 
de la pobreza.

Como consecuencia de las políticas impositivas que han asumido go-
biernos al servicio de las clases económicas hegemónicas, los pueblos 
indígenas se han visto forzados a vivir en regiones poco apropiadas, 
donde las instituciones del estado han estado ausentes; lo que ha ge-
nerado un deterioro ambiental significativo que podemos resumir de 
la siguiente manera: Cambio de uso del suelo, destruyendo la cober-
tura vegetal protectora; Asentamiento humano no planificado; La fal-
ta de aplicación de técnicas apropiadas de conservación de suelos; 
Contaminación por residuos sólidos; Contaminación de mantos freáti-
cos; Desertización del suelo. 

Los  índices  de  violencia  han ido en  aumento  en comparación con 
años anteriores, superando en lo que va del año en más de un 50% 
de la violencia en relación con el año anterior.
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La pobreza, la falta de oportunidades de desarrollo económico en co-
munidades indígenas, la desatención estatal a las mayorías, la falta 
de políticas apropiadas a pueblos indígenas, mujeres, jóvenes, entre 
otras;  han generado  altos  índices  de  migración,  alcanzando en el 
2008 un total de 1, 539,987 personas residiendo fuera del país, con 
una tasa de emigración del 11.2 en relación al total de la población 
guatemalteca.

Si con el modelo de Estado que establece la Constitución Política de 
la República de Guatemala no se ha podido atender las distintas de-
mandas de nuestra sociedad, contrato social que en su oportunidad 
fue considerada de las más avanzada en términos de democracia y 
de respeto a los derechos humanos; con las iniciativas de reformas a 
la Constitución bajo el procedimiento de enmiendas, hoy en el Con-
greso de la República de Guatemala, mismas que consideramos car-
gadas de intenciones individualistas y sectarias, la región del altipla-
no occidental se vería aun más excluida y enajenada de las políticas 
estatales.

Reforma  Constitucional  Mediante  Enmienda  o 
Reposicionamiento  del Bloque  de Poder  Oligárquico, 
para Controlar el Estado Guatemalteco.

Pro-Reforma se presenta como asociación de carácter civil, lo cual es 
evidente en el plano formal. Pero es sabido también que representan 
los intereses del sector hegemónico del país quienes han dispuesto 
por los guatemaltecos lo que a su discrecionalidad les ha convenido. 
Hoy, al verse imposibilitado en la continuidad de ostentar el poder 
formal, proponen una reforma Constitucional parcial basada en prin-
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cipios y por consulta popular.  La decisión surge en la urgencia de 
destruir lo que habían considerado suyo y que ahora les es antagóni-
co a sus intereses.

La propuesta  es intrínsecamente incoherente,  en  tanto se  plantea 
que la reforma es por principios pero no determina qué principios y 
más aún, el análisis al contenido que se propone no se vislumbra 
principio alguno. Por otro lado, el país no ha construido un catálogo 
de principios comunes que contenga la diversidad cultural y social, 
por  lo  cual,  previo  a  un  proceso  de  reforma ha  de  realizarse  un 
acuerdo sobre los principios éticos por, de y para los guatemaltecos 
que incluya sus particularidades culturales, sociales y territoriales. En 
todo caso lo que se plantean como principios son producto del feti-
chismo de clase configurado a partir de las relaciones de desigualdad 
social, económica, cultural y política que han prevalecido histórica-
mente.

Lo anterior se confirma con el proceso de recopilación de las más de 
70 mil firmas que avalan la propuesta, en tanto que constituyeron un 
acto al margen de principios éticos, donde el objetivo era la firma del 
ciudadano y no la información sobre lo que se firmaba.

¿Cómo puede alguien abogar por principios cuando es el primero en 
evadirlos?

No se tiene principios cuando se plantea una reforma por consulta 
popular (aun esta sea parcial o completa, no importa tanto la dimen-
sión de la misma) cuando existen grandes desigualdades sociales, 
económicas, políticas y culturales. Hacer la reforma por este

procedimiento y en las circunstancias actuales, es atentar contra la 
soberanía del pueblo que aún desconoce esta cualidad y que es abo-
gada por unos cuantos que son los mismos de siempre, mismos que 
hacen a sabor y antojo lo que desean con el país, aún así pretendan 
ser democráticos y honestos.

En términos políticos, la violencia y criminalidad no son producto del 
sistema de gobierno, sino de las grandes desigualdades culturales, 
sociales, económicas y políticas. Y si el sistema de gobierno no ha 
respondido a contrarrestar las desigualdades, es porque no ha sido 
prioridad del sector hegemónico que hasta hace poco controlaba al 
Estado. Lo paradójico de este asunto es que, la delincuencia y crimi-
nalidad, producto del sistema económico y no político, que ellos han 
generado, hoy los utilizan para argumentar la reforma constitucional.

Las bases de nuestra democracia, planteamiento neoliberal, se en-
cuentran en la Constitución Política vigente y tiene apenas un poco 
más de dos décadas de vida.
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Quienes la crearon en su mayoría representaban los intereses de la 
hegemonía. Los pueblos ajenos a ello, hemos ido dándole contenido 
a aquellos postulados que responden

a los anhelos colectivos, hemos trascendido la democracia formal a 
una democracia real, que pase de ser una forma de gobierno a ser 
una forma de vida. El mensaje que Pro-Reforma nos presenta con la 
propuesta es que el instrumento mediático creado y desarrollado por 
el neoliberalismo, como lo es la democracia, ya no les es útil, que el 
pueblo a pesar de todo, ha ido retomando su condición de ciudadano, 
ha ido reconfigurándolo de acuerdo a las circunstancias que el tiempo 
ha presentado. Sin embargo, no por ello estamos de acuerdo con el 
compendio completo de la Constitución, somos partidarios de la re-
forma constitucional, pero no ahora ni de la manera e intenciones 
que persigue Pro-Reforma.

El anhelo último y principal de Pro-Reforma es la reducción del Esta-
do guatemalteco a su mínima expresión, baste señalar el inciso r) Di-
rigir y organizar los servicios públicos que preste el Estado, sin pre-
juicio de que cualquier persona natural o jurídica podrá siempre con-
currir a prestarlos, sin necesidad de licencia o autorización especial 
alguna, distinta de las que se exijan para la prestación de cualquier 
servicio público; en resumen: el  libre mercado. Es responsabilidad 
absoluta del Congreso de la República el defender o vender al Estado 
a la hegemonía económica del país. La reforma es necesaria, pero 
acordemos primero el tipo de Estado que necesita Guatemala, crean-
do las condiciones optimas para la reforma

Las Razones de la Propuesta Pro Reforma.

El punto de partida de la Asociación Civil Pro Reforma del Estado, 
para presentar su propuesta de reforma constitucional es constatar 
que en Guatemala se profundiza la pobreza y la violencia. Indican 
que el remedio para estos males es el mismo para ambos: la necesi-
dad de un régimen de derecho que garantice los derechos individua-
les de protección a la vida, a la propiedad, los contratos básicos y 
con ellos la economía de mercado.

De esta manera, se esconde la causa esencial de estos problemas, 
que se encuentra en la organización social de la producción, y los 
traslada hacia el ámbito jurídico político y el sistema de gobierno. Por 
el contrario a lo que sostiene dicha Asociación, la causa principal de 
estos problemas ha sido el predominio durante mas de veinte años, 
del modelo económico de largo plazo inspirado en la economía de 
mercado libre, basado en las reformas neoliberales, y las políticas es-
tablecidas  en  el  denominado  Consenso  de  Washington,  iniciado  y 
construido principalmente en los años ochenta y noventa en Guate-
mala, en el contexto del proceso de globalización, el inicio del proce-
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so de democratización, el fin de la guerra interna, y el proceso de 
paz.

Un patrón económico de largo plazo (modelo de desarrollo o modelo 
de acumulación) es la modalidad como se organiza la economía y la 
sociedad durante un período relativamente largo en el tiempo, para 
garantizar la tasa de rentabilidad del capital, el crecimiento económi-
co, las condiciones básicas para la reproducción de la población, la 
estabilidad social y especialmente las relaciones entre el capital y el 
trabajo En la historia de la sociedad capitalista han existido varios 
patrones de desarrollo, algunos de ellos han funcionado bien, en sus 
fases iniciales, experimentan un período de auge y después entran 
en etapas de declinación y crisis, que hacen necesaria su transforma-
ción. Estas etapas se repiten en varias modelos a lo largo de la histo-
ria. Algo similar también ha ocurrido en los regímenes socialistas.

Los problemas que la Asociación Civil Pro Reforma quiere corregir con 
medidas relacionadas con el poder, tienen su base en este modelo 
que si bien dotó al país de estabilidad macroeconómica, no resolvió 
los problemas históricos guatemaltecos y los ha agudizado. Otros im-
portantes problemas causados por el modelo son el grave deterioro 
de los recursos naturales, las migraciones hacia Estados Unidos, la 
corrupción y otros más.

Elementos Básicos del Modelo Económico Basado en las 
Reformas Neoliberales.

El pensamiento neoliberal expresa las posturas teóricas neoclásicas 
generadas por autores como Von, Mises, F. Hayeck y otros teóricos 
marginalistas de la escuela austriaca. Pero la imposición de las refor-
mas neoliberales en América Latina se fundamentaron en el pensa-
miento de Milton Friedman y otros autores de la escuela de Economía 
de la Universidad de Chicago, Estados Unidos desde la década de los 
años cincuenta del siglo pasado, en donde fue pupilo de Hayeck. Esta 
es una agrupación académica de carácter conservador, orientada en 
contra el pensamiento económico que propicia la intervención del Es-
tado en la Economía como las ideas de los keynesianos en Estados 
Unidos, los socialdemócratas en Europa, los desarrollistas del tercer 
mundo y la planificación centralizada en la desaparecida Unión Sovié-
tica.

La escuela de Chicago inculca radicalmente la creencia en el laissez 
faire (principio liberal del siglo dieciocho), que significaba dejar hacer, 
dejar pasar, como un principio para el comportamiento del Estado, a 
favor del capital, bajo el supuesto de que las interferencias humanas 
o del gobierno (por ejemplo salarios mínimos, regulaciones a los pre-
cios de los bienes a las tasas de interés y a los aranceles y otras res-
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tricciones para el comercio entre países) causarían distorsión a los 
mercados. Esa es su visión de mercado libre.

Friedman soñaba devolver a las sociedades un Estado de capitalismo 
purificado de toda intervención y además creía que cuando la econo-
mía estaba muy distorsionada, la única manera de alcanzar el estado 
“natural”  era infligir  deliberadamente doloroso Shocks,  para borrar 
esas  distorsiones  y  pautas  perjudiciales.  Este  mismo pensamiento 
teórico expresan los neoliberales guatemaltecos y los líderes de la 
Asociación que busca reformar ahora la Constitución.

El núcleo de buena parte de la escuela de Chicago y de los neolibera-
les guatemaltecos considera a las fuerzas económicos, de la oferta, la 
demanda como fijas  e inmutables.  En  el  autentico  libre  mercado, 
imaginan en sus textos y sus clases que estas fuerzas coexisten en 
perfecto equilibrio (o tienden al equilibrio general), y que del mismo 
modo en que se regulan los ecosistemas, manteniéndose en equili-
brio, el mercado si se le dejaba libre, creará el número preciso de 
productos, a los precios exactamente adecuados, producidos por tra-
bajadores con sueldos estrictamente adecuados para comprar esos 
productos. Es decir imaginan (sustentados en modelos matemáticos 
de y geometría analítica) un edén de equilibrio general, pleno em-
pleo, creatividad sin límites y sin inflación, en donde se alcanzará la 
máxima eficiencia y bienestar en la sociedad.

Sostienen que si algo no funciona en una economía de libre mercado 
(las imperfecciones) es porque el mercado no es auténticamente li-
bre, porque hay intromisión de los gobiernos o por otras distorsiones. 
La solución es siempre la misma: aplicar de forma más estricta y 
completa los fundamentos del libre mercado. 

Se trata de un pensamiento abstracto, cuya pretensión epistemológi-
ca ha sido, ajustar la realidad de las sociedades y los países al mode-
lo y no lo contrario. Por lo tanto para esta escuela de pensamiento, 
es necesario demostrar que el mercado del mundo real puede estar a 
la altura de sus fantasías perfectas. En esa lógica se entiende los 
Shocks sociales que impusieron a Chile mediante la dictadura de Pi-
nochet, las que impusieron por otras dictaduras militares en América 
del sur, en los años setentas, así como las políticas de ajuste estruc-
tural en el resto de América Latina desde los años ochenta, vía el 
consenso de Washington. La lógica de Shock, ahora se pretende en-
sayar en Honduras para profundizar cambios en el sistema de gobier-
no tendientes a evitar la acción de los políticos que interfieren al libre 
mercado y seguramente se intentará en otros países de Centro Amé-
rica, en este escenario de crisis del capitalismo global iniciada en el 
2008, en donde surgen nuevas modalidades de intervención estatal.
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Los  Resultados de  este Modelo  Económico  y  la 
Democracia en Guatemala.

Para el caso guatemalteco son más de veinte años ya, en que viene 
operando esta modalidad de economía. Fue superpuesta al modelo 
económico primario exportador que estaba y sigue en crisis estructu-
ral y al modelo político de dictaduras militares fraudulentas, factores 
determinantes de la guerra interna. Fue un error imponer a Guate-
mala y Centro América el modelo neoliberal de economía de mercado 
libre, basado en las reformas neoliberales sustentadas en el Consen-
so de Washington saliendo de la guerra y sin transformar la organiza-
ción primario exportadora. No ha habido una superación de los pro-
blemas estructurales de la economía. La inversión privada nacional y 
extranjera es baja, a pesar de las libertades que se le otorga. Tampo-
co se ha dado la ampliación suficiente del mercado interno y solución 
a las necesidades de bienestar en amplios grupos humanos sumidos 
en la pobreza. Así mismo la incipiente democracia se encuentra es-
tancada

Después de iniciado el proceso democrático y los gobiernos electos 
que se suceden cada 4 años, el sistema de gobierno no ha sido eficaz 
en el cumplimento de los acuerdos de paz, y de generar crecimiento 
económico e inversiones suficiente y empleo. Talvez en eso coincidi-
mos con pro Reforma, pero el problema no es solo el sistema de go-
bierno, lo es básicamente el modelo económico, hay que resolver el 
segundo si se quiere resolver el primero.

Los datos estadísticos que muestran la evolución por más de dos dé-
cadas del producto y del ingreso por persona, así como los índices de 
desarrollo humano, de productividad, las encuestas de los hogares, el 
deterioro grave de los bosques, suelos, los recursos hídricos, aire y 
los desastres frecuentes, son expresiones de lo catastrófico que ha 
sido este modelo para Guatemala.

Desde el punto de vista del consumo (la demanda) la racionalidad 
que propugna (maximizar la utilidad del consumidor acorde a su pre-
supuesto y la ganancia del empresario) el modelo económico fomen-
ta y promueve un estilo de vida que se basa en la apariencia y la as-
piración a imitar los niveles de vida de países mas desarrollados, el 
acceso al dinero se evidencia indispensable para comprar mercancías, 
aspectos que se difunden por los medios de comunicación y ha pene-
trado, hasta los rincones más aislados de Guatemala. Al chocar lo an-
terior con el desempleo y la pobreza se tiene por consecuencia que 
segmentos importantes de la juventud sean propicios a incorporarse 
a las estructuras de la delincuencia, el narcotráfico y la violencia.

Como respuesta se ha incrementado el aparato público de seguridad 
pero también se ha creado un extenso aparato privado de seguridad. 
Ambos, además de ser una ocupación no productiva, constituyen pe-
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sada carga para el presupuesto público, en la empresa privada eleva 
los costos de producción y la capacidad de competencia, en la pobla-
ción aplica una serie de medidas destinadas a su control, y genera 
importantes efectos sicosociales causados por los asesinatos, el robo, 
los  asaltos u otras consecuencias.  La corrupción esta presente en 
este conjunto de fenómenos, así como la ineficiencia del sistema de 
justicia. Se reproduce así un círculo vicioso constantemente.

La macroregión del occidente de Guatemala ha experimentado quie-
bras de sistemas productivos rurales y urbanos sin que emerjan otros 
que lo sustituyan como fuentes de producción, empleo y generación 
de riqueza, actualmente tiene los índices mas elevados de pobreza 
del país, las migraciones hacia estados unidos se han multiplicado, el 

Campiña
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consumo en alta proporción se sostiene de las remesas y viene expe-
rimentando fenómenos similares de delincuencia, narcotráfico y co-
rrupción a pesar de la expansión policial privada y el proceso de re-
militarización, en el territorio.

Reformas Constitucionales Acordes  con el Cambio  del 
Modelo Económico.

Los resultados de mas de veinte años de darle todas las facilidades al 
mercado son contundentes, con excepción de la relativa estabilidad 
macroeconómica, han sido débiles en algunos aspectos y muy malos 
en otros para el país y la gran mayoría de la población. Es necesario 
cuestionario porque la democracia en Guatemala no avanzará con el 
modelo económico de mercado desregulado, impulsado desde arriba 
por empresas transnacionales, gobiernos y empresarios nacionales.

La corriente de pensamiento que promueve pro Reforma y los intere-
ses que representan no da su brazo a torcer, las reformas constitu-
cionales que ahora pretenden, son más de lo mismo, aplicar de forma 
más estricta y completa los fundamentos del libre mercado. El go-
bierno y los políticos se les han salido de control. Quieren hacer creer 
a la población que los problemas que el modelo económico ha crea-
do, se resolverán con reforzar el régimen de derechos individuales, 
que de alguna manera ya se encuentran bastante favorecidos en la 
constitución. Lo que propone desvía la atención y busca ganar más 
poder, donde la crisis internacional tiende a recuperar el papel del Es-
tado en la economía en muchos países de América.

Los cambios en la constitución y en el sistema de gobierno son nece-
sarios, si estos se hacen en concordancia con un cambio de modelo 
económico. El nuevo modelo económico debe reconocer y garantizar 
los derechos sociales, que también existen. No es necesario que de-
rechos sociales e individuales sean mutuamente excluyentes, la eco-
nomía contemporánea mas exitosas vienen haciendo combinaciones 
de ellos, de la empresa privada y de la empresa social, así como de 
la planificación y el mercado. Un nuevo modelo requerirá definir de-
mocráticamente los grandes objetivos nacionales de mediano y largo 
plazo, y el acuerdo sobre la rectoría del Estado para encausarlos. Y 
de esa manera existirán más probabilidades para impulsar una nueva 
etapa de democracia de mayor contenido, amplitud social y diversi-
dad en sus prácticas.

En el actual período histórico solamente de esa manera la constitu-
ción podría tender a ser un pacto social (y no la imposición de un blo-
que de poder dominante), que de estabilidad política de largo plazo 
para impulsar la democracia, basada en nuevas modalidades de de-
sarrollo económico que beneficie a la sociedad en su conjunto.
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Los Planteamientos Antidemocráticos de Pro-reforma.

La iniciativa de la Asociación Pro-Reforma, se caracteriza por ser una 
iniciativa que trunca la democracia en el país, debido a que debilita el 
planteamiento de los peso y contrapesos, que actualmente se mani-
fiesta en los tres organismos del Estado, puesto que propone un se-
nado que concentraría el poder, mediante la jurisdicción y competen-
cia planteando la subordinación de los tres organismos que actual-
mente se tienen, además su composición será de representantes ma-
yores igual o mayores a cincuenta años, a su vez las personas que 
elijan este senado serán de la misma condición cronológica, lo que

hace excluyente al resto de ciudadanos y ciudadanas menores a la 
edad planteada, limitando el derecho a elegir y ser electo, como se 
manifiesta en el articulo 136 inciso b) y d), de la Constitución Política 
de la República de Guatemala. La edad la madurez y prudencia. La 
manera de elección de senadores es un proceso que tendrá resulta-
dos como debates y foros de alto nivel, que aducen los ponentes son 
una falacia puesto debido a que dejan de lado la representación terri-
torial, y a su vez consolidando una élite con los principios rectores del 
senado Romano, que contraviene a los intereses de la mayoría de 
hombres y mujeres pobres de Guatemala.

El articulo 162 de la propuesta permite a extranjeros naturalizados 
ser miembros de la cámara de diputados (10 años de ser naturaliza-
dos) o al senado (15 años) pero no establece la participación de los 
pueblos indígenas, creando una mayor exclusión política que predo-
mina ya en el estado actual

Los ponentes de la reforma manifiestan el cumplimiento del Estado 
de Derecho respetando el cumplimiento del articulo 281, de la consti-
tución política de la republica de Guatemala, los artículos llamados 
petríficos o irreformables, sin embargo en todo su planteamiento de-
bilitan la institucionalidad del Estado de Guatemala, como se mencio-
no arriba una concentración de poder, dejando de lado el derecho de 
Igualdad planteado en el articulo 4 de nuestra constitución.

Una contradicción dentro de las reformas de carácter substancial es 
la de sustentar mediante la interpretación doctrinaria dogmática de la 
ley, con la corriente Aristotélica todos los tratados internacionales en 
materia de derechos humanos, en la jerarquía estarán debajo de la 
constitución, siempre y cuando estos sean ratificados por el senado, 
lo  que contraviene los principios de Derecho Internacional Publico, 
recogidos en el articulo 45 y 46 de la carta magna.

En cuanto a asignar la potestad legislativa exclusiva de la formación 
de la ley al senado y la legislación a la cámara de diputados, es una 
muestra de cómo éstas reformas no cumplen con la buena fé, adu-
ciendo que el control de los asuntos concernientes al derecho privado 
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son facultad del senado, argumentos que reflejan la clara intención 
de manejar a su sabor y antojo las reglas, tanto publicas y privadas. 
Así mismo dejan al libre albedrío la prestación de los servicios públi-
cos, lo que atenta contra los derechos individuales tutelares plantea-
dos en el titulo I del Capitulo II, de la carta magna.

Sobre las reformas planteadas al organismo judicial, evidencia el ca-
rácter  antidemocrático,  truncando  la  carrera  judicial,  elevando  los 
años  de experiencia,  en  cada magistratura del  organismo judicial, 
violando el principio de alternabilidad dentro de la misma corte su-
prema de justicia y corte de constitucionalidad, al elevar la cantidad 
de años, en el ejercicio de las funciones de los magistrados.

Consideraciones  sobre  el  Proyecto  de  Reformas a la 
Constitución, con el Registro 4031.

La propuesta de regular desde la constitución una asignación para el 
deporte municipal, atenta contra la estabilidad de las entidades autó-
nomas del Estado Guatemalteco, puesto que no establece con clari-
dad quien es el ente encargado del manejo de este presupuesto, si 
no que dejaría en controversia a dos entes que gozan de autonomía 
orgánica, a la confederación deportiva Autónoma de Guatemala y las 
municipalidades, por lo que se considera que para la promoción del 
deporte municipal esta demás una enmienda constitucional, debido a 
que se puede impulsar desde una reforma a la ley especifica, puesto 
que se entiende que las distintas federaciones dentro de su estructu-
ra su relación se da a través de las asociaciones municipales las cua-
les  son las  encargadas del impulso del deporte en los municipios, 
además dentro del mismo artículo constitucional (artículo 91) habla 
de la asignación de un veinticinco por ciento destinado al deporte no 
federado.

Sobre la propuesta de enmienda para modificar la potestad legislati-
va e integración del Congreso, es necesario considerar que la misma 
se contradice en la exposición de motivos debido a los cambios en la 
fórmula electoral, de la cantidad de población para cada escaño, se 
regulan en la ley electoral y de partidos políticos, esto hace a que la 
enmienda constitucional planteada es de procedimiento que se puede 
subsanar en gran parte por la ley en mención. Con la supresión del 
listado nacional solo se está planteando un paliativo al sistema elec-
toral, maniobra política utilizada en mil novecientos noventa y cuatro 
para la reducción del número de diputados de aquel entonces, lo que 
quince años después nos demuestra que no es una reforma de fondo 
que beneficie a la mayoría de Guatemaltecos y Guatemalteca.

Uno de los principales descontentos de la sociedad civil organizada en 
el actual periodo de gobierno y el anterior, es la farsa de los procesos 
de elección de gobernadores departamentales, debido a que al final 
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son impuestos por el Presidente de la República de acuerdo a las fa-
cultades que le otorga la ley del organismos ejecutivo, por tal razón 
se considera  que el  procedimiento  para elegir  a  los  gobernadores 
debe de ser por elección mediante sufragio universal al igual que el 
presidente, los diputados y alcaldes, sin embargo al realizar un análi-
sis exhaustivo sobre esta situación, la elección de gobernadores me-
diante sufragio universal seria un procedimiento sin mayor trascen-
dencia debido al carácter Unitario del Estado de Guatemala, desarro-
llado en Titulo, Capitulo  II, Régimen Administrativo.  Situación que 
condiciona  a  que  todas  sus  funciones  atribuciones,  jurisdicción  y 
competencia se supeditan a la ley orgánica del ejecutivo y por lo tan-
to al presidente de la República, y contrario seria si a la par se reali-
zará una reforma del Estado, basándose en la organización Territorial 
del mismo, es decir un Estado Federal, lo cual le daría un sentido de 
fondo a la elección de los gobernadores, por que sus facultades, atri-
buciones, competencias serian mas allá de la simple representación 
del presidente y de ejecución de los mandatos del mismo, por tal ra-
zón esta enmienda es innecesaria, por la poca contribución al desa-
rrollo sistema político. En el plano de la asignación constitucional es 
necesario  precisar el  origen de estos fondos,  asignarle  el  dos por 
ciento del presupuesto de ingresos ordinarios, implica afectar otros 
rubros de importancia como salud y educación, los  cuales son los 
más vulnerables, demostrado por la práctica reiterada en los recortes 
presupuestarios.

Y por último la enmienda planteada para modificar el artículo dos-
cientos cincuenta y siete de la constitución, referido a elevar de un 
diez por ciento a un doce por ciento el porcentaje de trasferencias 
hacia las municipalidades, del presupuesto de ingresos ordinarios del 
Estado para cada ejercicio fiscal, resulta improcedente debido a que 
el aumento de los dos puntos, implicaría la creación y/o modificación 
de los impuestos, que en desde la creación de esta trasferencia a la 
institución municipal, afecta a los impuestos indirectos como sucedió 
en los años de mil novecientos noventa y cuatro, del 7% al 10% con 
el IVA, en el dos mil uno con los dos puntos correspondientes al IVA-
PAZ, del cual el 75% se traslada a las municipalidades, incrementos 
que afectan a la mayoría de Guatemaltecos y Guatemaltecas, por el 
carácter regresivo de nuestra estructura Tributaria.

Otro aspecto que cabe destacar es la alta dependencia de las munici-
palidades por las trasferencias del gobierno central,  lo que hace a 
que se desarrollen poco o casi nada sobre la autogestión, al analizar 
cuáles son los impactos de estas trasferencias después de veintidós 
años, son de bajo impacto por el contrario su beneficio costo es poco 
significativo en relación a las demandas de los habitantes de los tres-
cientos treinta y tres municipios, por que la administración de estas 
trasferencias han estado condicionados por la poca transparencia, y 
su mayor destino es la construcción de infraestructura, sin criterios 
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de desarrollo, la enmienda se encamina a hacer mas de los mismo, 
debido a que no asume criterios de planificación del desarrollo y des-
centralización, como estrategia para mejorar los niveles de vida de 
todos y todas.

Por lo anterior ante Ustedes Honorables Diputados Solicitamos.

El dictamen desfavorable a las iniciativas sobre reformas constitucio-
nales, 4028, presentada por 73,193 ciudadanos, y 4031, Presentado 
por los diputados Ricardo Vállate Villatoro, Hugo Rene Hemerling y 
compañeros. 

Necesitamos un cambio para reformar al Estado de Guatemala basa-
do en:

Iniciar un proceso de reforma constitucional, revalorizando los Acuer-
dos de Paz, con amplios consensos dentro de la sociedad Guatemal-
teca, donde prevalezca su característica pluricultural, y se estimule 
los derechos sociales.

Antes  de  reformar  la  constitución,  pedimos  cumplir  los  preceptos 
constitucionales, enfatizados a fortalecer a la población, en sus dere-
chos sociales mediante el cual se fortalece la libertad de pensamien-
to, la igualdad, el derecho a servicios públicos, educación ETC.

La propuesta debe ser de forma inteligente de lograr el balance de 
poder que tantos necesitamos, de tal manera de evitar abusos y pre-
cisamente la compra venta de influencias. Adicionalmente lograr es-
tabilidad del sistema legal, con lo cuál evitamos que con cada elec-
ción se busque reformar y ajustar la ley a intereses privados.

Altiplano occidental de Guatemala, 21 de julio de 2009.

Oxib’ B’atz,

ORGANIZACIONES PARTICIPANTES EN LA ELABORACION DEL PRE-
SENTE DOCUMENTO

Agrupación  Calicanto  del  Centro  Universitario  de  Occidente,  de  la 
USAC, Alcaldía Indígena de Sololá, Asociación de Vecinos el Alto Toto-
nicapán, Asociación Donamor, Asociación Kak’ Utzil, Asociación para 
el  Desarrollo  Sostenible  de  la  Mancomunidad  Huista,  ADSOSMHU, 
Asociación  Q’anil  de  Sololá,  Asociación  Qonojel  Junam,  Asociación 
Sotz’il  de Sololá, Asociación Universitaria Pluricultural,  Totonicapán, 
Asociación Utzilal Achik, Capitulo Guatemala, Plataforma Interameri-
cana de Derechos Humanos, Centro de Estudios Estratégicos de Pue-
blos Indígenas, Sololá, Centro Experimental para el Desarrollo de la 
Pequeña  y  Mediana  Empresa  Rural  CEDEPEM,  Comité  de  Unidad 
Campesina, CUC, Consejo Maya K’iche’ de Quetzaltenango,
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Consejo Oxlajuj Aj’, Colectivo de Organizaciones Sociales, COS, Mesa 
de concertación de sociedad civil de Quetzaltenango, Movimiento In-
dígena Campesino, Santa María Chiquimula Totonicapán, Movimiento 
Tzuk Kim-Pop, Altiplano Occidental, Municipia N’oj, Quetzaltenango, 
PIES de Occidente, Quetzaltenango, Proyecto Lingüístico Santa María, 
Totonicapán, Red de Educadores bilingües, Quetzaltenango, Red de 
educadores bilingües, Totonicapán, Representación del sector campe-
sino en el CODEDE, Totonicapán, Sociedad el Adelanto, Quetzaltenan-
go.



74 Revista África - América Latina: Cuaderno nº 49

Honduras. La Reforma Constitucio-
nal de los Golpistas
Gustavo Zelaya

La discusión acerca de la reforma constitucional emprendida por el 
gobierno de Lobo y Juan Orlando Hernández encuentra distintas re-
acciones dentro de los sectores de la derecha política que ambos re-
presentan, unos están totalmente en contra y otros andan mediati-
zando el asunto, tratando de controlar el proceso para ponerlo a su 
favor; es decir, aplicando algunos retoques a la forma pero sin tocar 
la esencia de la ley principal, como si el problema fuera puramente 
cosmético y para que el negocio llamado Honduras esté en las manos 
de la oligarquía golpista hasta la eternidad. Esa es la aspiración del 
partido de la bandera morada, el que mezcla el rojo con el azul de 
cachurecos y colorados.

Y la actitud más atrasada 
y demencial es la mostra-
da  por  la  dirigencia  del 
partido liberal,  idéntica a 
la  del  cachureco  y  Opus 
Dei Ricardo Álvarez, total-
mente  opuestos  a  cual-
quier  tibia  reforma  que 
ponga  en  entredicho  el 
manejo del poder político. 
Del  mismo  modo  piensa 
la cavernaria falange gol-
pista de la UCD y de la empresa privada, los “patriotas” que servil-
mente necesitan del consejo de los gusanos terroristas de Miami en-
cabezados por la senadora Ileana Ross-Lehtinen y los que se identifi-
can con sujetos como Luís Posada Carriles y Michelletti. Aquí nada es 
casual ya que ellos son el grupo político de los mareros que conspira-
ron y ejecutaron el golpe de estado del 28 de junio contra Manuel 
Zelaya Rosales. Y en ningún momento hay que olvidar que dentro de 
este grupo también está Lobo y todos sus compinches esforzándose 
por servir de la mejor forma al blanqueo del golpe de estado, ordena-
do y supervisado por los agentes del imperio Hugo Llorens y Arturo 
Valenzuela.

Esa acción en desarrollo tiene como intención central desmontar con-
quistas sociales como el código de trabajo, la libre sindicalización, los 
estatutos profesionales, garantizar la propiedad y la ganancia de la 
agroindustria y de toda la oligarquía, seguir entregando porciones del 
territorio  nacional a empresarios  nacionales y extranjeros y, sobre 
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todo, neutralizar la  Resistencia Popular al  obligarla a participar en 
procesos eleccionarios. Incluso, todo el empeño que han puesto para 
revisar los juicios contra Manuel Zelaya y su retorno al país tiene el 
propósito de darle legitimidad al gobierno continuador del golpe de 
estado y moderar la protesta pública contra la represión que se lleva 
a cabo en el país. Ese objetivo de sujetar y controlar la resistencia se 
ha realizado de distintas formas que van desde las tramposas nego-
ciaciones gremiales con el gobierno, la constante persecución políti-
ca, la compra de medios de comunicación supuestamente alternati-
vos, la corrupción de dirigentes populares, el asesinato y secuestro 
selectivo de miembros de la Resistencia, el espionaje electrónico y la 
división de la organización popular ofreciendo cargos públicos y la 
empalagosa, tentadora trampa de la participación electoral.

Como tema viejo y curioso han vuelto a esgrimirse falaces argumen-
tos que quieren hacer ver que además de la amenaza de Chávez con-
tra la “democracia” está también el analfabetismo del pueblo que “no 
entiende” el alcance de las reformas ni de la conspiración comunista. 
Ese pueblo inculto que no “comprende” que el gobierno es bueno y 
que cualquier consulta popular sólo puede funcionar si es realizada 
por la administración surgida de elecciones “libres” a pesar de las 
condiciones del golpe del 28 de junio. Esa ignorancia de la plebe im-
pide que la gente “razone” por su cuenta y hace indispensable que 
sea el gobierno y los caudillos piensen por ellos.

En toda esta coyuntura en donde se discute de reformar la constitu-
ción y la posibilidad de la reelección presidencial se pretende dejar 
por fuera una de las propuestas fundamentales de la Resistencia Po-
pular: la convocatoria a la Asamblea Nacional Constituyente en don-
de se cristalicen los intereses populares y que pueda servir de medio 
a la refundación de una Honduras más digna y justa. De esto no 
quieren saber absolutamente nada los que desde el congreso y el po-
der ejecutivo gestionan sus reformas para mantener incólume el sis-
tema económico del capitalismo desarrollado al estilo de la oligarquía 
hondureña. En cualquier momento de la crisis el retorno incondicional 
de Manuel Zelaya Rosales y de todos los expatriados debe servirnos 
para seguir construyendo el camino hacia la refundación de un Estra-
do Social, Soberano, Laico y Democrático. Y es muy probable que la 
respuesta popular tenga que tomar en cuenta la necesidad de pro-
fundizar la organización nacional que se opone a la injusticia, demo-
cratizar mucho más la Resistencia Popular y sostener la formación 
política de sus integrantes para dotarnos a todos de más cultura y 
conocimiento de nuestra patria.
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Honduras.  Aproximación  Constitu-
cional al Quiebre de la Democracia
Ollantay Itzamná

Así como ahora, que al releer la historia, nos indigna la trágica come-
dia del ferrocarril interoceánico por el que Honduras se endeudó a ca-
bio de la locomotora que nunca llegó, o la afirmación despectiva que 
las bananeras solían decir: “en Honduras cuesta más caro comprarse 
una mula que un diputado/a”. De la misma manera, o quizás peor, 
irritará a quienes vienen después de nosotros/as la grotesca historia 
del fatídico golpe de Estado, que en pleno tercer milenio permitimos 
se consumara en Honduras, al mismísimo estilo del canibalismo sal-
vaje de antaño.

En Honduras, al igual que en el resto de los países de América Latina, 
un reducido grupo de criollos fundaron la República y el Estado, ex-
cluyendo y subyugando a las grandes mayorías. Casi dos siglos des-
pués, en algunos países, esta deuda histórica está siendo resuelta 
mediante mecanismos de participación directa y procesos de trans-
formaciones estructurales. En Honduras, el intento del reencuentro 
nacional, mediante una Asamblea Constituyente, fue reprimido a la 
fuerza el 28 de junio del 2009.



Cambios constitucionales en América Latina 77

Muchos juristas dicen que aquel quiebre fue una sucesión constitucio-
nal. Otros, que fue un golpe de Estado. Pero, ¿qué es lo que exacta-
mente dice la Constitución Política y la doctrina del derecho constitu-
cional?

La Constitución Política del Estado hondureño, siguiendo la doctrina 
constitucional comparada y los fundamentos teóricos básicos de la 
democracia, en su Art. 2° establece que la soberanía reside en el 
pueblo, y éste transfiere parcialmente el ejercicio de la misma a sus 
representantes (diputados). En ningún momento dice que la titulari-
dad de la soberanía se trasfiere a las y los representantes. El pueblo 
es el Soberano que tiene la máxima potestad incluso para dar por 
terminada dicha transferencia del ejercicio  del poder. Esto lo  sabe 
hasta el más neófito en Derecho porque es una figura base en el de-
recho civil para las representaciones.

Pero, en los hechos, de manera inconstitucional, las élites políticas 
del país secuestraron la soberanía e hicieron creer que el Soberano 
son las y los diputados, y bajo este argumento transfirieron las rique-
zas del país a intereses privados y foráneos. Esta es una de las siste-
máticas violaciones a la Constitución Política que ellos mismos apro-
baron en 1982. Violentaron permanente el derecho a la participación 
directa del pueblo, incluso cuando la misma Constitución establece 
que el gobierno se sustenta en el principio de la democracia partici-
pativa (Art. 4° y 5°)

El argumento de la soberanía popular y el establecimiento de la de-
mocracia representativa y participativa (mediante consultas popula-
res), ambos dispuestos en la Constitución Política del Estado fueron, 
son y serán argumentos jurídico/constitucionales y políticos suficien-
tes para convocar a una nueva Asamblea Constituyente en Honduras. 
El Soberano tiene la potestad para establecer nuevos pactos sociopo-
líticos cuando el pacto (Constitución) en vigencia no exprese la vo-
luntad general de todas y todos.

Así fue como procedieron, proceden y procederán los países demo-
cráticos, especialmente en procesos de transformaciones estructura-
les. En Bolivia, en 2004, el entonces Presidente Carlos Mesa, ante la 
demanda popular de la Asamblea Constituyente, que no estaba reco-
nocida en la Constitución, dijo: “Promulgo esta reforma constitucional 
incorporando la Asamblea Constituyente en nuestra Constitución, in-
cluso en contra de los procedimientos establecidos para las reformas 
a la misma, porque el Soberano así lo exige”. Y era un Presidente ne-
oliberal, pero inteligente.

Quienes perpetraron el golpe de Estado el 28 de junio del 2009 en 
Honduras leyeron mal la Constitución Política que ellos mismos la re-
dactaron y aprobaron en 1982. El error no fue ni siquiera de interpre-
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tación, porque no hay nada que interpretar, fue de comprensión de 
lectura y de asesoramiento.

El Art. 373° dice: “La reforma de esta Constitución podrá decretarse 
por el Congreso Nacional, en sesiones ordinarias, (…)” Éste artículo y 
el siguiente, que llaman “pétreos”, está hablando de la reforma cons-
titucional. La Asamblea Constituyente no reforma constituciones, sino 
redacta una nueva. Además, éste artículo pétreo dice podrá, mas no 
deberá. Éste texto no es prohibitivo, sino facultativo. En introducción 
al Derecho se recalca como elemento básico para la comprensión de 
textos jurídicos el siguiente principio universal: “lo que no está prohi-
bido está permitido”. Y, entonces, ¿dónde está el argumento para el 
quiebre del orden democrático?

Las y los apologetas del golpe de Estado dicen: “pero la Constitución 
Política no permite la convocatoria a una Asamblea Constituyente y 
Manuel Zelaya quería convocarla”. Pero la Constitución no prohíbe di-
cha convocatoria para la redacción de una nueva Constitución.

En las 15 asambleas constituyentes que celebraron las élites del país 
para redactar las diferentes constituciones, incluida, la actual, casi 
nunca incorporaron en las  constituciones la figura de la Asamblea 
Constituyente, pero siempre se auto convocaban a nuevas constitu-
yentes para legalizar sus golpes de Estado.

Además, el Art. 63° de la actual Constitución Política dispone que: 
“Las declaraciones, derechos y garantías que enumera esta Constitu-
ción, no serán entendidos como negación de otras declaraciones, de-
rechos y garantías no especificadas, que nacen de la soberanía”. La 
Asamblea Constituyente, como mecanismo de participación popular, 
es un derecho político fundamental de los pueblos, y el hecho que no 
esté incorporado en la Constitución no significa que esté prohibido.

A todas luces, el golpe de Estado, desde un básico análisis jurídico 
constitucional, fue y es una flagrante ruptura del orden democrático y 
constitucional. Las y los abogados que asesoraron el golpe no leyeron 
bien la Constitución.

Ellos dicen que defenestraron, con fusiles en mano, al gobierno cons-
titucional de Manuel Zelaya, para preservar la democracia y el orden 
constitucional. Pero, por más que fuera un delito convocar al Sobera-
do a la Constituyente, ese supuesto delito ni siquiera se había consu-
mado aún. No hubo delito alguno. La cuarta urna era sólo una convo-
catoria para consultar.

Supongamos  que  la  Constitución  prohibiera  la  convocatoria  a  la 
Asamblea  Constituyente,  y  alguien  transgrediera  dicha  prohibición 
para salvaguardar el bienestar común. En este caso incluso se debe 
analizar y valorar la preservación del bien mayor para actuar. La mí-
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nima noción jurídica nos dice que no se puede, ni debe, sacrificar vi-
das humanas para salvaguardar disposiciones jurídicas excluyentes y 
generadoras de conflictos sociales.

Por donde se mire, el golpe de Estado del 28 de junio del 2009 fue 
una flagrante violación del orden constitucional que mal o bien se ha-
bía intentado establecer en Honduras por cerca de 28 años conti-
nuos. Las sanciones penales para este delito y sus nefastas secuelas 
también están establecidas en la misma Constitución Política.

El Art. 2° establece: “La suplantación de la Soberanía Popular y la 
usurpación de los poderes constituidos se tipifican como delitos de 
Traición a la Patria. La responsabilidad en estos casos es imprescripti-
ble (…)”.

El Art. 96° establece cadena perpetua para delitos muy graves que 
generen conmoción y rechazo internacional. Honduras, con el golpe 
de Estado y las matanzas sobrevenidas, se convirtió en una paria 
mundial. Humillado y expulsado de espacios internacionales. Hasta 
se le prohibió sobrevolar por espacios aéreos en países como Ecua-
dor. El Art. 375° establece también incautación de bienes, fuera de 
las sanciones penales a cuantos quebranten el orden constitucional.

Otros delitos, dispuestos en la misma Constitución, que cometieron 
quienes promovieron el golpe de Estado son: Delitos contra la digni-
dad y la vida (más de 250 asesinados en 15 meses de persecución 
política) (Art.59°,65° y 68°). Delitos contra la libertad de las perso-
nas (Art.69° y 84°). Delitos contra la libertad de expresión y de pren-
sa (Art.72° y 73°). Delitos contra la libre locomoción (Art.81°, 102°). 
Delitos  contra  la  propiedad  privada  e  inviolabilidad  de  domicilios 
(Art.99°).

Quienes cometieron y cometen estos actos delictivos de lesa humani-
dad saben que la ley más temprano que tarde les alcanzará. ¿Por qué 
desobedecer, de esta manera, al instinto de sobrevivencia en liber-
tad? ¿Por qué obviar elementales consecuencias jurídicas al momento 
de emprender tan descomunal cometido?

 ¿Será que subestimaron demasiado a la manipulable e influenciable 
“masa ignorante”  de  hondureñas/os?  ¿Por  qué  no  consideraron  la 
nueva reconfiguración internacional de las fuerzas políticas de la re-
gión? Estos tiempos  hondureños ya  no son las  épocas  de Carías. 
¿Acaso no conocieron la suerte de dictadores como Pinochet, García 
Mesa, Videla, Fujimori y otros que más temprano que tarde la justicia 
humana los alcanzó en América Latina?
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Nicaragua.  El  Orden  Legal  en  la 
Nicaragua Revolucionaria
Ximena de la Barra - Ricardo Dello Buono

Con el triunfo de la Revolución Sandinista en 1979, las fuerzas revo-
lucionarias rápidamente comenzaron a desmantelar las instituciones 
establecidas durante décadas del cruel gobierno dictatorial de la di-
nastía Somoza. Al día siguiente de la insurrección final, la Junta Re-
volucionaria promulgó el Estatuto Fundamental de la República de Ni-
caragua anulando formalmente la constitución anterior, clausuró las 
Cámaras de Diputados y Senadores del Congreso, desmanteló el Sis-
tema Judicial  y disolvió todas las estructuras administrativas de la 
dictadura Somocista. En su lugar, el Estatuto otorgó el reconocimien-
to legal a la Junta para la Reconstrucción Nacional, al Consejo de Es-
tado y a los Tribunales de Justicia (Dello Buono, 1986,: 139–42). 

La Junta de cinco miembros, presidida por Daniel Ortega, quien era 
el único Sandinista en el organismo gobernante, fue integrada por re-
presentantes de las distintas corrientes políticas que se opusieron a 
la dictadura. Pronto quedó claro, sin embargo, que el poder real de 
toma de decisiones, estaba en la dirección Nacional del Frente Sandi-
nista de Liberación Nacional (FSLN), constituido por los nueve co-
mandantes que habían librado activamente la guerra de guerrillas de 
resistencia y de liberación nacional, con tres comandantes de cada 
una de las tres tendencias que existieron antes de su unificación. La 
Dirección Nacional del FSLN expresaba sus criterios a través de Da-
niel Ortega. 

Según el Estatuto, la Junta ejercía el poder ejecutivo en la ausencia 
temporal de un gobierno elegido y de una constitución operativa. La 
composición de la Junta fue modificada varias veces entre 1979–81, 
cuando los representantes del sector privado se quejaron de que sus 
opiniones estaban siendo marginadas por la dirección del FSLN. Ini-
cialmente se delegó la autoridad legislativa en un Consejo de Estado 
compuesto por treinta y tres miembros, que eran representantes de-
signados por cada uno de los partidos políticos no somozistas y de 
las organizaciones profesionales con perfil político. En 1980 se exten-
dió a cuarenta y siete con la inclusión de representantes de las re-
cientemente formadas organizaciones de masas. Por voto mayorita-
rio, el Consejo presentaba leyes para su ratificación por la Junta de 
Reconstrucción Nacional. El Consejo de Estado también fue encarga-
do de elaborar una ley electoral y las pautas para una nueva consti-
tución que se considerarían a partir de la completa normalización de 
la situación nacional. Este fue el cuerpo pluralista que proporcionó los 
insumos mas importantes a la toma de decisiones desde varios parti-
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dos políticos y organizaciones de oposición, aunque siempre dentro 
de un contexto de hegemonía del FSLN sobre el poder ejecutivo. 

El poder ejecutivo procedió a establecer quince nuevos ministerios 
que habrían de responder a la Junta de Gobierno, incluyendo a Edu-
cación, Cultura, Finanzas, Defensa, Comercio Exterior, Comercio Inte-
rior, Transporte, Desarrollo Agrícola y Reforma Agraria, Vivienda, Sa-
lud, Trabajo, Industria, Construcción, Seguro Social y Bienestar So-
cial, y Planificación. Se creó un Gabinete Ejecutivo que administró di-
rectamente los asuntos diarios de la reconstrucción, de acuerdo con 
la plataforma de transformación social del FSLN. 

El  Estatuto  Fundamental  estableció  un  nuevo  sistema judicial  que 
consistió en una Corte Suprema de Justicia, una Corte de Apelaciones 
y una Corte Superior del Trabajo. Los magistrados, nombrados por la 
Junta de Gobierno, a su vez eran responsables de nombrar los jueces 

de los tribunales distritales y 
locales.  El  Estatuto  además 
estipulaba la creación de un 
nuevo  Ejército  Popular  San-
dinista  (EPS)  bajo  la  direc-
ción del Ministerio de Defen-
sa, en el cual les fue prohibi-
do  participar  a  los  antiguos 
integrantes  de  la  Guardia 
Nacional de Somoza. 

El FSLN se autodefinió como 
el gobierno revolucionario de obreros y campesinos, y el proyecto 
emancipatorio  que lideró buscaba establecer la  hegemonía política 
que favorecía a aquéllos intereses de clase. En la práctica sin embar-
go,  fue  necesaria  la  formación  de  alianzas  complejas  para  hacer 
avanzar la revolución. El FSLN estaba firmemente determinado a no 
repetir la experiencia chilena durante el gobierno de Allende. Des-
pués del triunfo de 1979, un significativo número de internacionalis-
tas chilenos -ahora en exilio- llegaron a la Nicaragua sandinista man-
teniendo vivo el  debate sobre las  lecciones de aquel proceso.  Los 
Sandinistas estaban convencidos de que el control que ejercían sobre 
las instituciones armadas populares proporcionaba garantías a la re-
volución y no aceptaban compromisos en esta área. 

Las condiciones estructurales de la economía nicaragüense, complica-
da por años de una devastadora guerra revolucionaria, muy limitados 
recursos humanos y administrativos, y por un tesoro saqueado por la 
dictadura en su huida, hizo casi imposible las nacionalizaciones ex-
tensas como las llevadas a cabo por Cuba al inicio de su periodo re-
volucionario. Además, la Unión Soviética aclaró desde el inicio que no 
podría ofrecer una ayuda masiva a ese país, como la recibida por 
Cuba en los años sesenta. Por todas estas razones, el orden legal ni-
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caragüense tuvo que reproducir una economía mixta revolucionaria, 
que contemplaba varios métodos capitalistas de producción. Al mis-
mo tiempo, el Estado necesitó ejercer su hegemonía popular sobre el 
proceso para asegurar el progreso permanente en la transformación 
social del país. La pugna permanente por mantener la unidad nacio-
nal fue descrita por un analista como “coexistencia de clases sin con-
ciliación de clases” (Vilas, 1986: 240–41). 

A mediados de 1980, el sistema de reproducción estatal mediante 
“decretos leyes” se constituyó crecientemente en blanco de la oposi-
ción integrada por el sector privado y por sus aliados en los Estados 
Unidos. Aunque los sandinistas se habían referido reiteradamente a 
su intención de convocar a elecciones en 1985, lo cual a su vez, alla-
naría el camino para una constitución nacional, se hizo una concesión 
a la oposición política para adelantar un año las elecciones. La ley 
electoral, aprobada por el Consejo de Estado a principios de los años 
ochenta, se basó en el modelo europeo y fue redactada con la coope-
ración de la Comisión Electoral Sueca (Walker, 1997: 10). En noviem-
bre de 1984, los nicaragüenses acudieron a las urnas bajo la supervi-
sión  internacional.  Eligieron  al  candidato  del  FSLN,  Daniel  Ortega 
para Presidente de la República por una gran mayoría, entre un total 
de siete partidos políticos, tres de los cuales estaban a la derecha del 
FSLN mientras tres estaban a la izquierda. También fueron elegidos 
los miembros de la Asamblea Nacional Constituyente donde el FSLN 
obtuvo alrededor del 65 por ciento de los escaños (Walker, 1997).

Una  vez  instalada,  la  Asamblea  Constituyente  elaboró  una  nueva 
Constitución que entró en vigor en enero de 1987, institucionalizán-
dose formalmente los poderes gubernamentales que operaban desde 
1984. En ella se combinaban elementos liberales democráticos y so-
cialistas, cuya conciliación práctica se preveía difícil. Como muchos 
otros países latinoamericanos, el sistema político era marcadamente 
presidencialista, algo que favoreció a la agenda del FSLN por un perí-
odo de seis años. Pero cuando Ortega, inesperadamente, fue derrota-
do en las elecciones de 1990, dio a las fuerzas conservadoras un ma-
yor poder para acabar con el programa sandinista de transformación 
social y comenzar el proceso de instalación de un programa neolibe-
ral. 

Una  vez  que  Violeta  Chamorro  asumió  la  presidencia,  y  como  la 
Constitución de 1987 no había establecido límites al número de ma-
gistrados en la Corte Suprema, su coalición Unión Nacional de Oposi-
ción (UNO) contempló ampliarla con la designación de nuevas perso-
nas para lograr una mayoría. Los siete jueces existentes habían sido 
nombrados por los sandinistas, pero los legisladores conservadores, 
intimidados por el compromiso de las Fuerzas Armadas Sandinistas 
con la Constitución, decidieron agregar solo dos nuevos asientos a la 
Corte. Inesperadamente, dos jueces nombrados por los sandinistas 
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decidieron renunciar, permitiendo a las fuerzas conservadoras sumar 
cuatro jueces de un total de nueve, en la crucial Corte Suprema. 

La Presidenta Chamorro decidió mantener al general Sandinista Hum-
berto Ortega como Comandante en Jefe de las Fuerzas Armadas. Se 
evidenció así que pretendía utilizar la influencia sandinista en las ne-
gociaciones sobre las complejas demandas que se cernían sobre su 
administración, incluyendo las acciones de miembros armados de la 
ex Contra que estaban exigiendo tierras a cambio del desarme com-
pleto. A pesar de que la coalición UNO obtuvo una mayoría de esca-
ños en la Asamblea Nacional, antiguas divisiones entre ellos dieron a 
la bancada Sandinista algunos espacios de maniobra para mantener 
su influencia. Cuando surgieron alianzas legislativas entre los mode-
rados de la UNO y los representantes Sandinistas, la extrema dere-
cha acusó a la Sra. Chamorro de cogobierno con los Sandinistas y co-
menzó a oponerse a su gobierno. 

A Chamorro le faltaba el apoyo político necesario para obtener el 60 
por ciento de los votos requeridos para modificar la Constitución Ni-
caragüense de 1987. Sin embargo, en 1993, las divisiones dentro de 
la Bancada Sandinista abrieron la posibilidad, una vez más, para la 
reforma constitucional.  Después de considerables maniobras desde 
todos los  ángulos,  la  reforma constitucional fue aprobada estable-
ciendo nuevas limitaciones a la presidencia en materia fiscal y sobre 
la atribución para declarar estado de emergencia. La reforma tam-
bién fortaleció la independencia del Poder Judicial, con jueces que ya 
no eran seleccionados por el ejecutivo. La reforma de 1995, valiéndo-
se de procedimientos jurídicamente discutibles abrió a los grupos pri-
vados áreas económicas clave como la banca, los seguros y el comer-
cio exterior (Pisarello, 2009).

El efecto neto del conjunto de reformas fue el de transformar a la re-
volucionaria Constitución de 1987 haciéndola mas compatible con la 
democracia liberal y el desarrollo neoliberal. Esto demostró ser un re-
curso importante para el gobierno de Arnoldo Alemán que sucedió a 
Chamorro, quien de forma más agresiva empezó a eliminar los vesti-
gios  del  gobierno  Sandinista.  La administración  de Alemán pronto 
adoptó políticas neoliberales ortodoxas que habrían de conducir  al 
país a nuevos abismos de pobreza, corrupción, y desigualdad social. 
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Panamá.  El  Gobierno  Empresarial 
Propone Reformas Constitucionales
Marco A. Gandásegui, h.*

Miembros del gabinete del presidente Ricardo Martinelli insisten que 
trabajan para un gobierno empresarial. El mandatario lo planteó an-
tes de llegar al solio presidencial en 2009 y también en varios esce-
narios internacionales y podios nacionales después de ser ungido en 
su actual puesto. Recientemente, la ministra de Trabajo, Alma Cor-
tés, señaló que su lealtad hacia el presidente de la República pasaba 
por su compromiso de estar trabajando para un gobierno empresa-
rial. La misma ministra fue la que anunció, a fines del año pasado, la 
intención del Ejecutivo de proponer reformas a la Constitución Políti-
ca.

Las reformas obviamente tienen un tinte empresarial. Según el go-
bierno, las reformas quieren acortar a cinco años el período de espe-
ra para la reelección del presidente. Mediante las reformas también 
se quiere crear un Tribunal Constitucional que se colocaría por enci-
ma de la Corte Suprema de Justicia. Para adornar la propuesta el 
Ejecutivo ha introducido dos iniciativas muy originales. Por un lado, 
incorporar a la Constitución el programa que beneficia con un pago 
de 100 dólares a las personas con 70 años de edad o más que no 
cuentan con beneficio social alguno (“los cien para los 70”). Por el 
otro,  elevar  a la categoría constitucional  el  programa denominado 
“beca universal”, que consiste en darles a los padres de estudiantes 
con índice 3 o superior un emolumento mensual de 20 dólares.

La propuesta ha creado un ambiente adverso en la población pana-
meña, especialmente entre los sectores que sospechan que la inten-
ción verdadera del presidente Martinelli es aprobar una reforma que 
le permita aspirar a la reelección inmediata. La Asamblea de Diputa-
dos tendrá que debatir la propuesta de reforma en el período legisla-
tivo recién inaugurado. Si es aprobada por ese poder del Estado, la 
reforma tendría que ser llevada a un referéndum donde el pueblo vo-
taría a favor o en contra.

Actualmente, el gobierno tiene una mayoría en la Asamblea formada 
por la llamada “Alianza para el cambio” que está formada por el Par-
tido Cambio Democrático de Martinelli y el Partido Panameñista del 
vicepresidente Juan C. Varela. Los dos partidos y otros menores tie-
nen casi 50 votos de un total de 71. Los panameñistas, sin embargo, 

* Marco A. Gandásegui, hijo, es docente de la Universidad de Panamá e in-
vestigador asociado del Centro de Estudios Latinoamericanos (CELA) Justo 
Arosemena. http://marcoagandasegui10.blogspot.com
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se muestran contrarios a cualquier cambio constitucional que impli-
que una reforma al articulado que se refiere a la reelección presiden-
cial.

La Embajada de EEUU que intervino directamente en 2009 para ase-
gurar el triunfo electoral de Martinelli, ha tomado su distancia en el 
asunto. Según los mensajes secretos de los diplomáticos norteameri-
canos, publicados en El País, de Madrid, y en el New York Times, las 
relaciones de Washington con Martinelli han perdido el lustre que te-
nían hace año y medio. EEUU se inclina por lo que llama una “demo-
cracia con alternabilidad” similar a la que practican en su país.

El gobierno de Martinelli dio a conocer su plan de reformas constitu-
cionales en medio de dos escándalos políticos y varias “metidas de 
pata”. Además, el gabinete del presidente mantiene una guerra per-
manente con la clase trabajadora, la clase media y los ambientalis-
tas. Entre los escándalos políticos se destaca la renuncia del procura-
dor general quien tuvo que enfrentar la liberación de supuestos nar-
cotraficantes por parte de una red de funcionarios corruptos. Tam-
bién, Martinelli tiene que lidiar con las declaraciones de la embajado-
ra de EEUU, filtradas por Wilkileaks, que lo acusa de bravucón y aco-
sador.

Lo que más preocupa a los panameños es que el presidente Martinelli 
siempre opta por irse de paseo cuando la casa está en desarreglo. 
Esta semana decidió ir a ver un juego de fútbol americano en el sur 
de EEUU (Nuevo Orleans) cuando su iniciativa de modernización del 
transporte urbano (Metro-Bus), recién inaugurado, está siendo criti-
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cado por los usuarios. Igualmente, cuando el área metropolitana de 
la ciudad de Panamá está prácticamente ahogada en la basura que 
no recoge el sistema de aseo colapsado. Decidió ausentarse el día 
después de que la ciudad de Panamá sufrió una interrupción total de 
la  distribución  de  agua  potable.  Los  tres  servicios  estratégicos  – 
transporte urbano, aseo y agua potable – cuentan con los fondos pú-
blicos de sobra para que funcionen como corresponde. Simplemente, 
no están en las prioridades del gobierno. Al igual que la educación, la 
salud y la vivienda, el gobierno del presidente Martinelli se ha desen-
tendido  de estas áreas  fundamentales para el  desarrollo  del  país. 
También  han  quedado  relegados  de  la  agenda  gubernamental  los 
sectores productivos de la economía como la industria y el  sector 
agropecuario.

Por estas razones los ministros del presidente Martinelli se consideran 
parte de un gobierno empresarial. Su objetivo estratégico es generar 
ganancias para un selecto grupo de empresarios, a cualquier costo, 
sin importar que el país continúe descendiendo por un espiral donde 
la pobreza y el crimen organizado se apoderen de nuestras institucio-
nes.
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Perú.  Reforma  Constitucional  Re-
gresiva
Ximena de la Barra - Ricardo Dello Buono

Los sucesos de las últimas décadas en Perú han seguido un camino 
torcido a partir del cambio constitucional que comenzó en el período 
del Gobierno Militar de 1968–75. Al contrario de la mayoría de los 
gobiernos militares, el Ejército Peruano bajo la dirección del General 
Juan Francisco Velasco Alvarado tenía una orientación fuertemente 
nacionalista, populista y antioligárquica, que condujo a importantes 
reformas sociales. Al tomar el poder en 1968, se suspendió la Consti-
tución de 1933, se disolvieron las dos cámaras del Congreso y se go-
bernó con una Junta Militar integrada por el propio Velasco y por los 
comandantes de cada una de las fuerzas armadas. Se avocaron a na-
cionalizar  la  industria  del  petróleo,  incluyendo  a  las  subsidiarias 
transnacionales de Estados Unidos. Ante la hostilidad estadounidense 
rápidamente establecieron relaciones militares y comerciales con el 
Bloque Soviético. En solo unos años, el gobierno militar logró la des-
trucción de la oligarquía terrateniente a través de las expropiaciones 
de sus tierras y de la formación de cooperativas rurales lo que empo-
deró significativamente a los campesinos.

Al desarrollar una forma centralizada de capitalismo de Estado cuyo 
motor principal fueron las inversiones en el sector público, el gobier-
no logró una expansión considerable de la infraestructura física y so-
cial del país. Al ejercer control sobre el sector minero, el Estado pe-
ruano fue capaz por vez primera de dirigir su economía. En ese mo-
mento, Velasco previó una rápida expansión de la participación popu-
lar a través de un tipo de red corporativa de movilización social basa-
da en organizaciones localizadas en los centros de trabajo y las co-
munidades, que encauzarían las demandas populares al Estado. 

Mientras el gobierno de Velasco estimulaba las demandas ciudadanas 
de participación, la red diseñada por el Estado demostró ser ineficaz 
en encauzar las demandas sociales debido a la ausencia de partidos 
políticos o de organizaciones de masas autónomas. Ello llevó a cre-
cientes protestas sociales, las que se radicalizaron en la medida en 
que el Estado perdía el control sobre la movilización que había pro-
movido. (Mauceri,  1995). Los sectores populares perdieron rápida-
mente la esperanza en la burocracia estatal y se unieron a los parti-
dos políticos izquierdistas emergentes y a otros movimientos sociales 
que denunciaban al sistema. Tal descontento social coincidió con una 
crisis económica alimentada por la disminución de los precios de las 
exportaciones básicas y una deuda externa que se incrementaba rá-
pidamente. Estos factores lograrían debilitar al gobierno de Velasco, y 
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el mismo caería muy enfermo durante el proceso. En 1975, los con-
flictos internos dentro del ejército culminaron con un incruento golpe 
que lo enviaron a retiro. 

La nueva Junta rompió con el modelo de Velasco y comenzó a cam-
biar su curso al invertir completamente la estrategia de desarrollo. 
Tendiendo hacia una generalizada liberalización de la economía, el 
Estado recortó el gasto público, redujo los aranceles proteccionistas y 
sus intervenciones en la economía. El Gobierno Militar anunció que 
serviría de régimen transitorio en tanto Perú retornara a un gobierno 
civil en 1980, después de instaurar una nueva constitución. Entretan-
to, se rodeó de un nuevo grupo de asesores quiénes negociaron cré-
ditos con la banca extranjera y las agencias financieras internaciona-
les para enfrentar la enorme deuda externa. Esto equivalió a aceptar 
términos, que incluían estrictas medidas de austeridad y la supervi-
sión de la política económica por parte de prestamistas extranjeros 
primero  y  poco  después  del  Fondo  Monetario  Internacional  (FMI) 
(Mauceri, 1995). El resultado fue la aplicación de políticas cada vez 
más ortodoxas que anticiparon la instalación del neoliberalismo. 

A mediados de 1978, con un telón de fondo de creciente protesta po-
pular impulsada por sindicatos, partidos políticos izquierdistas y una 
insurrección armada de inspiración maoísta que estalló en algunas de 
las áreas más pobres del país, se eligió una Asamblea Constituyente. 
La Constitución de 1979 entró en vigencia un año después, allanando 
el camino para las elecciones de 1980, que pusieron fin al Gobierno 
Militar, resultando reelegido Fernando Belaúnde, quien había sido de-
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puesto por Velasco una docena de años antes. La Constitución de 
1979 declaró un período presidencial de cinco años, sin reelección, y 
reestableció las dos cámaras del Poder Legislativo. Como efecto prác-
tico fortaleció el papel de los gobiernos municipales y les otorgó atri-
buciones importantes para el desarrollo, comenzando así un modelo 
de pugnas locales con el Estado Central sobre el control de los recur-
sos, que se mantiene desde entonces.

Alan García y su partido político, la Alianza Popular Revolucionaria 
Americana (APRA) triunfó en 1985, por sobre una coalición de la iz-
quierda que sirvió como aviso de las exigencias de un cambio ante la 
política de austeridad. García intentó reformular una agenda populis-
ta que pudiera enfrentar la profunda crisis económica y la creciente 
protesta social. Su administración anunció que Perú no dedicaría más 
de un 10 por ciento de sus ingresos anuales por exportaciones al 
pago de la gran deuda externa, una política que como era de esperar 
encontró la hostilidad universal por parte de la comunidad financiera 
internacional y los prestamistas multilaterales. De esta forma, le fue 
casi imposible asegurar créditos frescos, y se debilitó la capacidad del 
Estado para abordar la creciente crisis por medio del indispensable 
gasto social. A pesar de la nacionalización de los bancos peruanos en 
1987, el Estado no logró controlar la economía, en tanto los déficits 
crecientes dispararon la inflación que alcanzó niveles inauditos, ame-
nazando con la inminente quiebra económica. La legitimidad estatal 
se debilitó aún más por los informes generalizados sobre corrupción 
en la administración, acusaciones que incluyeron al propio García. 

 Las elecciones de 1990 tuvieron lugar en medio de condiciones de 
considerable incertidumbre económica. La candidatura de Mario Var-
gas Llosa se basó en una plataforma neoliberal, clamando por la ne-
cesidad de un “tratamiento de shock” en la economía y buscando 
alianzas con partidos políticos conservadores opuestos al  APRA de 
García. Esto impulsó a las masas a apoyar al desconocido candidato 
Alberto Fujimori, quien hizo campaña con una plataforma populista, 
al estilo de Alan García, pero enfatizando en la necesidad de eliminar 
la  corrupción que se había  vuelto  endémica en su administración. 
Con la izquierda fragmentada por diferencias sectarias y el desencan-
to extendido hacia el  sistema político, Fujimori fue elegido por un 
amplio margen. 

Pronto estuvo claro que Fujimori era un populista, con una fuerte 
preferencia por el autoritarismo. Rápidamente armó una coalición en-
tre la oligarquía, los poderes financieros externos y el ejército que le 
ayudarían a restaurar el poder del Estado Central y enfrentar lo que 
era para entonces una masiva insurrección guerrillera bajo la direc-
ción de Sendero Luminoso. La orientación del Estado Peruano cambió 
rápida  y  decididamente  hacia  el  neoliberalismo  y  el  autoritarismo 
cuando Fujimori, a finales de 1991, utilizando sus atribuciones ejecu-
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tivas promulgó una serie de decretos leyes que desmantelaban el pa-
pel del Estado en los servicios sociales, concedían mayor flexibilidad 
a las Fuerzas Armadas para combatir la insurrección guerrillera, y es-
tablecía restricciones a los medios de comunicación. El Congreso Pe-
ruano, que permanecía dominado por los partidos políticos tradicio-
nales, endureció su resistencia y empezó a revocar los decretos pre-
sidenciales. Fujimori se movió rápidamente y llevó a cabo un “auto 
golpe” con pleno apoyo del Ejército y clausuró el Congreso Peruano. 

Las medidas autoritarias fueron justificadas con acusaciones de co-
rrupción en el Congreso y la necesidad de medidas de emergencia 
para enfrentar la crisis económica y de seguridad. Declaró que se ne-
cesitaba una nueva Asamblea Constituyente para desmantelar las es-
tructuras obsoletas contenidas en la Constitución de 1979. La nueva 
Constitución de 1993, centralizó el poder en la Oficina de la Presiden-
cia. El presidente “personifica a la nación” según el Artículo 10 y de 
esa forma fue eficazmente colocado por encima de la ley y sobre 
cualquier  otro  órgano estatal,  incluso  sobre la  propia  Constitución 
(Dammert, 2003: 78). Las competencias fiscales de los gobiernos lo-
cales quedaron deliberadamente ambiguas, dejando al país entero en 
una situación de colaboración desesperada con el clientelismo políti-
co. A pesar de que se creó un virtual estado policíaco, los actos de 
corrupción estatal inauditos y el fraude electoral derrumbarían al ré-
gimen en el año 2000. 
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Venezuela.  La Constitución Boliva-
riana,  la Primera  Constitución 
Democrática
Ximena de la Barra - Ricardo Dello Buono

El mismo día de su toma de posesión en 1998, Hugo Chávez firmó un 
decreto presidencial  solicitando un referéndum para una Asamblea 
Constituyente, con el objetivo de reformar el Estado, construir la de-
mocracia participativa y refundar la República. Las objeciones de la 
oposición fueron desestimadas por la  Corte Suprema en Enero de 
1999, estableciéndose la legalidad de una Asamblea Constituyente y 
que fue aprobada meses mas tarde por referéndum popular con 92 
por ciento de los votos. En julio, la elección por voto popular de dele-
gados a la Asamblea dio una mayoría absoluta (95 por ciento) de 
candidatos al “Polo Patriótico” entidad que agrupaba entonces a los 
partidarios del Presidente Chavez (Wilpert, 2003). La oposición resis-
tió argumentando que la Asamblea Constituyente no tenía el derecho 
legal de asumir la autoridad legislativa existente. Nuevamente, las 
Cortes discreparon y establecieron que la Asamblea era originaria, 
significando que no era subordinada al sistema político existente. Los 
debates constituyentes fueron transmitidos en directo por la televi-
sión acentuando el carácter participativo de su proceso de gestación 
y asegurando el voto informado del pueblo. En diciembre de 1999, la 
nueva Constitución Bolivariana entró en vigor, aprobada por el 71.8 
por ciento de los votantes (Wilpert, 2003). 

La nueva Constitución estableció cinco poderes de gobierno: ejecuti-
vo, legislativo, judicial, electoral y ciudadano. Al Poder Ejecutivo se le 
estableció un período presidencial por un término de seis años, con 
un límite de dos reelecciones. El Poder Legislativo se reorganizó en 
una Asamblea Nacional unicameral. El Poder Judicial requirió de los 
jueces la presentación de sus credenciales al público para el escruti-
nio. El Poder Electoral estableció el Consejo Nacional Electoral (CNE) 
como órgano rector, encargado de la organización, realización, y vigi-
lancia independiente de las elecciones a todos los niveles. Finalmen-
te, el Poder Ciudadano fue organizado bajo el Defensor del Pueblo 
quién junto con el Contralor General y el Fiscal General serían encar-
gados de proteger los intereses de los ciudadanos. 

La Constitución Bolivariana fue diseñada para crear una sociedad de-
mocrática,  participativa  y  protagónica,  multiétnica  y  pluricultural; 
para garantizar el pleno desarrollo humano y desarrollar el potencial 
creativo de cada ser humano; y para impulsar y consolidar la integra-
ción latinoamericana. Instituyó a la participación como la manera de-
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mocrática de asegurar el desarrollo a nivel personal y colectivo. Esta-
bleció  la  planificación democrática,  el  presupuesto  participativo,  la 
autogestión, la codirección, y las cooperativas, como los ejemplos de 
formas asociativas guiadas por los valores de cooperación mutua y 
solidaridad. El trabajo quedó definido por su función social y puso a 
la producción y la distribución bajo el mando de los productores y los 
consumidores. El flujo de información sobre las necesidades y metas, 
así como el proceso de toma de decisiones, se diseñó para fluir desde 
abajo hacia arriba.

La Constitución resalta la importancia de la práctica comprometida, la 
participación,  y el  protagonismo activo de los  individuos como los 
medios para lograr el más completo desarrollo individual y colectivo y 
la creación de los Consejos Comunales proporciona el marco institu-
cional para lograrlo. La Constitución Bolivariana de Venezuela es una 
de las más avanzadas cartas constitucionales del mundo: Es la pri-
mera en su género en America Latina en establecer una base legal 
para la creación de una economía emancipatoria que trascienda los lí-
mites del capitalismo. En este marco, el papel del Estado se centra 
en promover y proteger el proceso de transformación. 

Como se había estipulado constitucionalmente, el viejo Congreso fue 
reemplazado por una Asamblea Nacional a través de nuevas eleccio-
nes que también elegirían a un presidente con autoridad ejecutiva 
sobre las fuerzas armadas y la mayoría de las áreas económicas. In-
novador ha sido la instauración de referéndums revocatorios del pre-
sidente o cualquier otro funcionario electo, que puede ser activado 
por solicitud de los ciudadanos, el presidente, o la Asamblea Nacio-




